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PRIMERA PARTE: ASPECTOS DE FONDO 
 

I. Derecho a la vida (artículo 4 de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos). 

 
a. Contenido esencial del derecho a la vida. 

 
Caso Olivares Muñoz y otros Vs. Venezuela. 
 
85. En tal sentido, la jurisprudencia de este Tribunal ha señalado reiteradamente que el 
derecho a la vida ocupa un papel fundamental en la Convención Americana, por ser el 
presupuesto esencial para el ejercicio de los demás derechos; de esa cuenta, la observancia 
del artículo 4, relacionado con el artículo 1.1 de la Convención, no solo presupone que 
ninguna persona sea privada de su vida arbitrariamente (obligación negativa), sino que 
requiere, además, que los Estados adopten todas las medidas apropiadas para proteger y 
preservar el derecho a la vida (obligación positiva)1, conforme al deber de garantizar el 
pleno y libre ejercicio de los derechos de todas las personas bajo su jurisdicción2. 
 
86. En consecuencia, los Estados tienen la obligación de garantizar la creación de las 
condiciones que se requieran para que no se produzcan violaciones a dicho derecho y, en 
particular, el deber de impedir que sus agentes atenten contra este. Así, la protección activa 
del derecho por parte del Estado no solo involucra a sus legisladores, sino a toda institución 
estatal y a quienes deben resguardar la seguridad, sean estas sus fuerzas de policía o sus 
fuerzas armadas3 . 
 
87. En razón de lo anterior, los Estados deben adoptar las medidas necesarias para crear 
un marco normativo adecuado que disuada cualquier amenaza al derecho a la vida, y 
establecer un sistema de justicia efectivo capaz de investigar, castigar y dar reparación por 
la privación de la vida por parte de agentes estatales o particulares4. De manera especial 
los Estados deben vigilar que sus cuerpos de seguridad, a quienes les está atribuido el uso 
de la fuerza legítima, respeten el derecho a la vida de quienes se encuentran bajo su 
jurisdicción5. 
 
 

 
1 Cfr. Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros) Vs. Guatemala. Fondo. Sentencia de 19 de 
noviembre de 1999. Serie C No. 63, párr. 144, y Caso de los Empleados de la Fábrica de Fuegos de Santo 
Antônio de Jesus Vs. Brasil, supra, párr. 116. 
2 Cfr. Caso Myrna Mack Chang Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de noviembre 
de 2003. Serie C No. 101, párr. 153, y Caso Noguera y otra Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 9 de marzo de 2020. Serie C No. 401, párr. 65. 
3 Cfr. Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros) Vs. Guatemala. Fondo, supra, párrs. 144 y 145, 
y Caso Noguera y otra Vs. Paraguay, supra, párr. 66. 
4 Cfr. Caso de la Masacre de Pueblo Bello Vs. Colombia. Sentencia de 31 de enero de 2006. Serie C No. 140, 
párr. 120; Caso Baldeón García Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 6 de abril de 2006. Serie 
C No. 147, párr. 85, y Caso Cruz Sánchez y otros Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 17 de abril de 2015. Serie C No. 292, párr. 260. 
5 Cfr. Caso Montero Aranguren y otros (Retén de Catia) Vs. Venezuela. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 5 de julio de 2006. Serie C No. 150, párr. 66, y Caso Valencia Hinojosa y otra Vs. Ecuador. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de noviembre de 2016. Serie C No. 327, párr. 136. 
 



II. Derecho a la integridad personal (artículo 5 de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos). 

 
a. Contenido general del derecho a la integridad personal.  

 
Caso Petro Urrego Vs. Colombia 
 
141. La Convención Americana reconoce en su artículo 5 que toda persona tiene derecho a 
que se respete su integridad física, psíquica y moral, prevé que nadie debe ser sometido a 
torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes, y establece que toda 
persona privada de libertad deberá ser tratada con el respeto debido a la dignidad inherente 
del ser humano. La Corte ha establecido que la infracción a la integridad personal es una 
clase de violación que tiene diversas connotaciones de grado y cuyas secuelas físicas y 
psíquicas varían de intensidad según los factores endógenos y exógenos que deberán ser 
demostrados en cada situación concreta6. El Tribunal también ha señalado que el derecho 
a la integridad personal es de tal importancia que no puede ser suspendido bajo ninguna 
circunstancia7. Asimismo, la Corte ha señalado que de las obligaciones generales de 
respetar y garantizar los derechos que establece el artículo 1.1 de la Convención Americana 
derivan deberes especiales determinables en función de las particulares necesidades de 
protección del sujeto de derecho, ya sea por su condición personal o por la situación 
específica en que se encuentre8. 
 
142. La Corte ha sostenido que la mera amenaza de que ocurra una conducta prohibida 
por el artículo 5 de la Convención, cuando sea suficientemente real e inminente, puede en 
sí misma estar en conflicto con el derecho a la integridad personal. Asimismo, crear una 
situación amenazante o amenazar a un individuo con quitarle la vida puede constituir, en 
algunas circunstancias, al menos, tratamiento inhumano9. Sin embargo, en el caso no ha 
sido acreditada la participación estatal -ya sea de manera directa o por aquiescencia- en 
las supuestas amenazas que el señor Petro recibió después de que le fueran impuestas las 
sanciones disciplinarias por la Procuraduría, lo que podría haber constituido un hecho con 
la suficiente entidad para considerar una afectación a su integridad personal atribuible al 
Estado. Tampoco es posible establecer un nexo causal entre la imposición de la sanción 
disciplinaria de 9 de diciembre de 2013 y las reacciones presuntamente amenazantes que 
dicha sanción pudo haber generado en redes sociales por parte de terceros. 
 

b. Protección de la vida e integridad personal de personas privadas de 
libertad y su deber reforzado en el caso de NNA.  

 
 

6 Cfr. Caso Loayza Tamayo Vs. Perú. Fondo. Sentencia de 17 de septiembre de 1997. Serie C No. 33, párr. 57, 
y Caso Azul Rojas Marín y otra Vs. Perú, supra, párr. 139. 
7 Cfr. Caso “Instituto de Reeducación del Menor” Vs. Paraguay. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 2 de septiembre de 2004. Serie C No. 112, párr. 157, y Caso Hernández Vs. Argentina. 
Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de noviembre de 2019. Serie C No. 395, 
párr. 55. 
8 Cfr. Caso de la Masacre de Pueblo Bello Vs. Colombia. Sentencia de 31 de enero de 2006. Serie C No. 140, 
párr. 111, y Caso Hernández Vs. Argentina, supra, párr. 55. 
9 Cfr. Caso Valle Jaramillo y otros Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas, supra, párr. 109, y Caso Familia 
Barrios Vs. Venezuela, supra, párr. 82. 
 



Caso Olivares Muñoz y otros Vs. Venezuela. 
 
89. Respecto de las personas privadas de libertad, la Corte ha señalado que el Estado, como 
responsable de los establecimientos de detención, se encuentra en una posición especial 
de garante de los derechos de toda persona que se halle bajo su custodia10. A su vez, la 
Corte recuerda que, conforme a su jurisprudencia, en todo caso de uso de la fuerza por 
parte de agentes estatales que hayan producido la muerte o lesiones a una o más personas, 
corresponde al Estado la obligación de proveer una explicación satisfactoria y convincente 
de lo sucedido y desvirtuar las alegaciones sobre su responsabilidad, mediante elementos 
probatorios adecuados11. Del mismo modo, la jurisprudencia constante de este Tribunal ha 
reconocido que existe una presunción por la cual el Estado es responsable por las lesiones 
que exhibe una persona que ha estado bajo la custodia de agentes estatales12. 
 
Caso Mota Abarullo y otros Vs. Venezuela. 
 
84. Lo dicho, por otra parte, en nada altera las obligaciones estatales de adoptar las 
acciones pertinentes, en el interior de las instituciones de privación de libertad, para dar 
adecuada protección a las personas que allí se alojan. La Corte ha dicho, en ese sentido, 
que “para proteger la vida e integridad personal” de niños privados de libertad  
 

debe existir, como mínimo, una separación por categorías de edad, naturaleza de la 
infracción cometida y entre jóvenes procesados y aquellos cuya situación ya ha sido resuelta, 
de manera que los internos pertenecientes a categorías diversas deberán ser alojados en 
diferentes sectores dentro del establecimiento. En consonancia con lo dicho anteriormente, 
‘[e]l criterio principal para separar a los diversos grupos de menores [de 18 años de edad] 
privados de libertad deberá ser la prestación del tipo de asistencia que mejor se adapte a 
las necesidades concretas de los interesados y la protección de su bienestar e integridad 
físicos, mentales y morales’13 . 

 
88. La Corte recuerda que quien sea privado de su libertad “tiene derecho a vivir en 
condiciones de detención compatibles con su dignidad personal y el Estado debe 
garantizarle [los] derecho[s] a la vida y a la integridad personal”14 . La restricción de los 

 
10 Cfr. Caso Neira Alegría y otros Vs. Perú. Fondo. Sentencia de 19 de enero de 1995. Serie C No 20, párr. 60, 
y Caso Montesinos Mejía Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
27 de enero de 2020. Serie C No. 398, párr. 150. 
11 Cfr. Caso Montero Aranguren y otros (Retén de Catia) Vs. Venezuela, supra, párr. 80, y Caso Roche Azaña y 
otros Vs. Nicaragua. Fondo y Reparaciones. Sentencia de 3 de junio de 2020. Serie C No. 403, párr. 69. 
12 Cfr. Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros) Vs. Guatemala. Fondo, supra, párr. 170; Caso 
Escué Zapata Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 4 de julio de 2007. Serie C No. 165, 
párr. 71, y Caso Díaz Loreto y otros Vs. Venezuela, supra, párr. 92. 
13 Asunto de los Niños y Adolescentes Privados de Libertad en el "Complexo do Tatuapé” da FEBEM respecto 
de Brasil. Medidas Provisionales. Resolución de la Corte Interamericana de Derechos Humanos de 30 de 
noviembre de 2005, Considerando 16. El texto transcripto dentro de ese considerando corresponde a: “Naciones 
Unidas. Reglas para la protección de los menores privados de libertad, adoptadas por la Asamblea General en 
su resolución 45/113, de 14 de diciembre de 1990, regla 28”. 
14 Cfr. Caso Bulacio Vs. Argentina. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 18 de septiembre de 2003. Serie 
C No. 100, parrs. 126 y 138, y Caso "Instituto de Reeducación del Menor" Vs. Paraguay, párr. 151. En igual 
sentido, Caso Montesinos Mejía Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 27 de enero de 2020. Serie C No. 398, párr. 150.Por otra parte, la Corte recuerda que el artículo 5.1 de la 
Convención consagra en términos generales el derecho a la integridad personal, tanto física y psíquica como 
moral (Cfr. Caso Yvon Neptune Vs. Haití, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 6 de mayo de 2008. Serie 



mismos “no sólo no tiene justificación fundada en la privación de libertad, sino que también 
está prohibida por el derecho internacional”15 . El Tribunal ha explicado también que,  
 

[…] frente a personas privadas de libertad, el Estado se encuentra en una posición especial 
de garante, toda vez que las autoridades penitenciarias ejercen un fuerte control o dominio 
sobre las personas que se encuentran sujetas a su custodia16, más aún si se trata de niños. 
De este modo, se produce una relación e interacción especial de sujeción entre la persona 
privada de libertad y el Estado, caracterizada por la particular intensidad con que el Estado 
puede regular sus derechos y obligaciones y por las circunstancias propias del encierro, en 
donde al recluso se le impide satisfacer por cuenta propia una serie de necesidades básicas 
que son esenciales para el desarrollo de una vida digna17 . 

 
89. Esta condición de garante del Estado, lleva a que éste deba procurar a las personas 
privadas de la libertad “condiciones mínimas compatibles con su dignidad”, lo que resulta 
necesario para “proteger y garantizar” su vida e integridad18. Al respecto, este Tribunal ya 

 
C No. 180, párr. 129, y Caso Guzmán Albarracín y otras Vs. Ecuador, párr. 148.), y que se trata de un derecho 
“de tal importancia que la Convención Americana lo protege particularmente al establecer, inter alia, la 
prohibición de la tortura, los tratos crueles, inhumanos y degradantes y la imposibilidad de suspenderlo durante 
estados de emergencia” (Caso "Instituto de Reeducación del Menor" Vs. Paraguay, párr.157, y Caso Vera Vera 
y otra Vs. Ecuador. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de mayo de 2011. 
Serie C No. 226, párr. 40). El perito Méndez manifestó que “[a]l igual que el derecho a la vida, el derecho a la 
integridad personal es un derecho humano fundamental y básico que permite el ejercicio del resto de los 
derechos humanos. Ambos constituyen mínimos indispensables para el ejercicio de cualquier actividad. En ese 
sentido, resulta coherente que, al igual que el derecho a la vida, el deber de proteger la integridad personal 
implica una obligación positiva y una negativa. Los Estados deben evitar infringir la integridad personal y, al 
mismo tiempo, tienen que proteger proactivamente este derecho a través de todas medidas apropiadas para 
garantizarlo”.  
15 Cfr. Caso “Instituto de Reeducación del Menor” Vs. Paraguay, párr.155, y Caso Wong Ho Wing Vs. Perú. 
Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de junio de 2015. Serie C No. 297, párr. 
294. 
16 Cfr. Caso “Instituto de Reeducación del Menor” Vs. Paraguay, párr. 152, y Caso López y otros Vs. Argentina. 
Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de noviembre de 2019. Serie C No. 
396, párr. 90. 
17 Cfr. Caso Mendoza y otros Vs. Argentina, párr. 188. Antes la Corte había expresado consideraciones en el 
mismo sentido: Caso “Instituto de Reeducación del Menor” Vs. Paraguay, párr. 152. 
18 Cfr. Caso “Instituto de Reeducación del Menor” Vs. Paraguay, párr.159, y Caso Valenzuela Ávila Vs. 
Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 11 de octubre de 2019. Serie C No. 386, párr. 203. En 
el mismo sentido, la Corte ha señalado que las autoridades penitenciarias ejercen un “control total” sobre las 
personas privadas de la libertad, por lo que respecto de las mismas, las “obligaciones generales” estatales 
relativas a los derechos humanos “adquieren un matiz particular que obliga al Estado a brindar a los internos, 
con el objetivo de proteger y garantizar sus derechos a la vida y a la integridad personal, las condiciones 
mínimas compatibles con su dignidad mientras permanecen en los centros de [privación de libertad]” (Asunto 
de la Unidad de Internación Socioeducativa respecto de Brasil. Medidas Provisionales. Resolución de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos de 15 de noviembre de 2017, Considerando 81. En el mismo sentido: 
Caso Neira Alegría y otros Vs. Perú. Fondo. Sentencia de 19 de enero de 1995. Serie C No. 20, párr. 60, y 
Asunto de la Cárcel de Urso Branco respecto de Brasil. Medidas Provisionales. Resolución de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos de 2 de mayo de 2008, Considerando 19). El perito Méndez, al respecto, 
expresó, luego de reseñar diversas pautas emanadas del derecho internacional, que “el Estado ocupa una 
posición especial de garante respecto del derecho a la vida, presupuesto de todos los demás derechos humanos 
y, para el caso de personas privadas de su libertad, dicha posición se maximiza, debido a la sujeción de la 
persona con el Estado, sus instituciones y sus agentes”. La Corte, por otra parte, comparte lo señalado en el 
peritaje dado en otro caso (supra párr. 28), incorporado a este proceso como prueba documental, del señor 
Mario Coriolano, en el sentido de que resulta una “falsa antinomia” oponer la seguridad en establecimientos 
penitenciarios a las medidas dirigidas a garantizar los derechos de las personas privadas de la libertad: ambos 
aspectos deben ser integrados, en tanto que “la seguridad sólo se puede procurar a partir de garantizar el trato 
digno de [las personas] detenid[as]”. 



ha hecho notar que “ha incorporado en su jurisprudencia los principales estándares sobre 
condiciones carcelarias y deber de prevención que el Estado debe garantizar en favor de 
las personas privadas de libertad”19 . 
 
90. Lo anterior, requiere que se garanticen adecuadamente condiciones de seguridad 
durante la privación de libertad. El Estado, en ese sentido, debe prevenir situaciones que 
pudieran conducir, por acción u omisión, a la afectación del derecho a la integridad personal 
o del derecho a la vida20.  
 
91. La posición de garante aludida, a su vez, presenta modalidades especiales en el caso 
de niños o niñas. Frente a tales personas privadas de la libertad, el Estado debe asumir una 
posición especial de garante con mayor cuidado y responsabilidad, y debe tomar medidas 
especiales orientadas en el principio del interés superior del niño21. En ese sentido, este 
Tribunal ha ya tenido en cuenta que “los artículos 6 y 27 de la Convención sobre los 
Derechos del Niño incluyen en el derecho a la vida la obligación del Estado de garantizar 
‘en la máxima medida posible la supervivencia y el desarrollo del niño’”22. La protección de 
la vida del niño “requiere que el Estado se preocupe particularmente de las circunstancias 
de la vida que llevará mientras se mantenga privado de libertad, puesto que ese derecho 
no se ha extinguido ni restringido por su detención o prisión”23. Lo anterior requiere que los 
Estados adopten medidas eficientes para evitar la violencia, inclusive actos de 
amotinamiento o similares24, como así también situaciones de emergencias (infra párr. 98). 
En el mismo sentido, el perito Méndez ha explicado “tratándose de niños, la obligación de 
prevención a cargo de los Estados adquiere aún mayor relevancia, dado que conforman un 
grupo en situación de vulnerabilidad”25. 
 
92. Por lo anterior, los Estados tienen una obligación de “desplegar acciones inmediatas 
que garanticen la integridad física, psíquica y moral de los internos, así como su derecho a 

 
19 Al indicarlo, refirió lo siguiente: “ONU, Reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos. Adoptadas por el 
Primer Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Tratamiento del Delincuente, celebrado 
en Ginebra en 1955, y aprobadas por el Consejo Económico y Social en sus resoluciones 663C (XXIV) de 31 de 
julio de 1957 y 2076 (LXII) de 13 de mayo de 1977; ONU, Conjunto de Principios para la protección de todas 
las personas sometidas a cualquier forma de detención o prisión. Adoptado por la Asamblea General de la ONU 
en su resolución 43/173, de 9 de diciembre de 1988; ONU, Reglas de las Naciones Unidas para la protección de 
los menores privados de libertad. Adoptadas por la Asamblea General de la ONU en su resolución 45/113 de 14 
de diciembre de 1990. Ver también: ONU, Observación General No. 21 del Comité de Derechos Humanos. 10 
de abril de 1992. A/47/40/(SUPP), Sustituye la Observación General No. 9, Trato humano de las personas 
privadas de libertad (Art. 10): 44° período de sesiones 1992, y CIDH, Principios y buenas prácticas sobre la 
protección de las personas privadas de libertad en las Américas. Adoptados durante el 131° Período de Ordinario 
de Sesiones, celebrado del 3 al 14 de marzo de 2008” (Caso Pacheco Teruel y otros Vs. Honduras, párr. 67 y 
nota a pie de página 60).  
20 Cfr., mutatis mutandis, Caso Bulacio Vs. Argentina, párr. 138, y Caso Mendoza y otros Vs. Argentina, párr. 
191.  
21 Cfr. Caso de los Hermanos Gómez Paquiyauri Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 8 de julio 
de 2004. Serie C No. 110, párrs. 124, 163, 164 y 171, y Caso Noguera y otra Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 9 de marzo de 2020. Serie C No. 401, párr. 68.  
22 Cfr. Caso “Instituto de Reeducación del Menor” Vs. Paraguay, párr. 161.  
23 Cfr. Caso “Instituto de Reeducación del Menor” Vs. Paraguay, párr. 160, y Caso Hermanos Landaeta Mejías 
y otros Vs. Venezuela. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de agosto de 
2014. Serie C No. 281, párr. 182. 
24 Cfr. en ese sentido, Asunto de los Niños y Adolescentes Privados de Libertad en el "Complexo do Tatuapé” 
da FEBEM respecto Brasil, Considerando 12. 
25 Declaración pericial de Juan E. Méndez (expediente de prueba, fs. 7612 a 7639). 



la vida y el derecho a gozar las condiciones mínimas de una vida digna, especialmente 
cuando se trata de niños y niñas, quienes requieren una atención especial por parte del 
Estado”26. 
 

Hacinamiento  
 
94. En primer lugar, debe resaltarse que la Corte ha señalado que el hacinamiento 
constituye en sí mismo una violación a la integridad personal27 y que obstaculiza el normal 
desempeño de las funciones esenciales en los centros penitenciarios28. Además, “no permite 
que los adolescentes desarrollen una vida digna mientras se encuentran privados de 
libertad[, lo que] cobra especial relevancia en virtud de la obligación adicional establecida 
en el artículo 19 de la Convención Americana”29. 
 
95. Pese a lo expuesto, surge de los hechos que el INAM – San Félix presentaba una 
situación de sobrepoblación (supra párr. 39), contraria a la integridad personal. En ese 
sentido, aunque podía albergar a 30 personas, alojó en promedio, a lo largo de 2004 y 
2005, entre 75 y 90, y al momento de los hechos tenía cerca de 50. Lo anterior, en todos 
los casos implica una situación de hacinamiento30.  
 

Infraestructura, condiciones de seguridad y separación de internos 
 
96. En lo que se refiere a la separación de internos por categorías, la misma debe realizarse, 
de conformidad a lo dispuesto por los artículos 5.4 y 5.5 de la Convención, “entre 
procesados y condenados y entre los menores de [18 años de] edad de los adultos, con el 
objetivo de que los privados de libertad reciban el tratamiento adecuado a su condición”31. 
Además de lo ya expuesto (supra párrs. 82 a 84) sobre la separación entre adolescentes y 
adultos, la Corte ha aclarado que “la separación de los procesados y de los condenados 
requiere no solamente mantenerlos en diferentes celdas, sino también que estas celdas 

 
26 Asunto de los Niños y Adolescentes Privados de Libertad en el "Complexo do Tatuapé” da FEBEM respecto 
Brasil, Considerando 18. 
27 Cfr. Caso Tibi Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 7 de 
septiembre de 2004. Serie C No. 114, párr. 150, y Caso Pacheco Teruel y otros Vs. Honduras, párr. 67. En igual 
sentido, Caso Hernández Vs. Argentina. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 
de noviembre de 2019. Serie C No. 395, párr. 60. 
28 Cfr. Caso Montero Aranguren y otros (Retén de Catia) Vs. Venezuela. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 5 de julio de 2006. Serie C No. 150, párr. 20, y Caso Pacheco Teruel y 
otros Vs. Honduras, párr. 67. 
29 Asunto de la Unidad de Internación Socioeducativa respecto de Brasil. Medidas Provisionales. Resolución de 
la Corte Interamericana de Derechos Humanos de 15 de noviembre de 2017, Considerando 65.  
30 De acuerdo al Instituto Latinoamericano para la Prevención del Delito y el Tratamiento del Delincuente 
(ILANUD), la “densidad penitenciaria” debe entenderse como la “relación numérica” entre la capacidad de una 
prisión o sistema penitenciario y el número de personas alojadas, que resulta de la fórmula “número de personas 
alojadas/ número de cupo disponibles x 100”. De acuerdo con ILANUD, siguiendo parámetros del “Comité 
Europeo para los Problemas Criminales”, debe considerarse “hacinamiento” o “sobrepoblación crítica” cuando 
ese índice es igual o suprior a 120 (cfr. ILANUD e Instituto Raoul Wallanberg de Derechos Humanos y Derecho 
Humanitario. “Cárcel y justicia penal en américa Latina y el Caribe: cómo implementar el modelo de derechos 
y obligaciones de las Naciones Unidas”. Coordinador, Elías Carranza. Siglo XXI editores, 2009, pág. 63) En el 
caso del INAM San Félix dicho índice, de acuerdo a las cifras expuestas, arroja un mínimo de 166,66. 
31 Caso Pacheco Teruel y otros Vs. Honduras, párr. 67. 



estén ubicadas en diferentes secciones dentro de un determinado centro de detención, o 
en diferentes establecimientos si resultara posible”32. 
 
97. Asimismo, los Estados deben extremar los cuidados en consideración a las especiales 
características de las instituciones totales33 para niños, niñas y adolescentes, en particular 
el mayor riesgo de conflictividad violenta por efecto de su etapa psicológica evolutiva. 
 
98. En ese marco, los centros de privación de libertad de adolescentes deben ser seguros, 
lo que, entre otros factores, implica que garanticen la protección de las personas alojadas 
en ellos contra situaciones de riesgo; que, en caso de ser cerrados, tengan una población 
lo menos numerosa posible; que cuenten con “locales y servicios que satisfagan todas las 
exigencias de la higiene y la dignidad humana”, y que estén diseñados de modo que 
“reduzcan al mínimo el riesgo de incendio y garanticen una evacuación segura de los 
locales”34. Además, debe recordarse que la Corte ha establecido que el Estado,   
 

en su función de garante[,] debe diseñar y aplicar una política penitenciaria de prevención de 
situaciones críticas que pondría[n] en peligro los derechos fundamentales de los internos en 
custodia35. En este sentido, el Estado debe incorporar en el diseño, estructura, construcción, 
mejoras, manutención y operación de los centros de detención, todos los mecanismos 
materiales que reduzcan al mínimo el riesgo de que se produzcan situaciones de emergencia 
[o] incendios y en el evento que se produzcan estas situaciones se pueda reaccionar con la 
debida diligencia, garantizando la protección de los internos o una evacuación segura de los 
locales. Entre esos mecanismos se encuentran sistemas eficaces de detección y extinción de 
incendios, alarmas, así como protocolos de acción en casos de emergencias que garanticen la 
seguridad de los privados de libertad36.  

 
99. En este sentido, los Estados no deben proveer a los presos o internos, ni permitir que 
tengan en sus celdas, pabellones o ámbitos cerrados de alojamiento, colchones u otros 

 
32 Caso Yvon Neptune Vs. Haití, párr.147, y Caso J. Vs. Perú. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 27 de noviembre de 2013. Serie C No. 275, párr. 380. 
33 El concepto de “institución total” hace alusión a "un lugar de residencia o trabajo, donde un gran número de 
individuos en igual situación, aislados de la sociedad por un período apreciable de tiempo, comparten en su 
encierro una rutina diaria, administrada formalmente" (Goffman, Erving. "Internados: Ensayos sobre la situación 
social de los enfermos mentales" Amorrortu Editores, 1972, pág 13). 
34 Cfr. Reglas de las Naciones Unidas para la Protección de los Menores Privados de Libertad, Reglas 28, 30, 31 
y 32. La importancia de dichas reglas fue enfatizada por la perita Giacomello. En cuanto a la mención a centros 
de privación “cerrados”, la Regla 30 citada los contrapone a los “abiertos”, siendo éstos, conforme explica, 
“aquéllos donde las medidas de seguridad son escasas o nulas”.  
35 Cfr. Caso “Instituto de Reeducación del Menor” Vs. Paraguay, párr. 178, y Caso Pacheco Teruel y otros Vs. 
Honduras, párr. 68. 
36 Cfr. Caso Pacheco Teruel y otros Vs. Honduras, párr. 68. Al respecto las Reglas de las Naciones Unidas para 
la protección de los menores privados de libertad, en la Regla No. 32, señalan: “Deberá haber un sistema eficaz 
de alarma en casos de incendio, así como procedimientos establecidos y ejercicios de alerta que garanticen la 
seguridad de los menores. Los centros de detención no estarán situados en zonas de riesgos conocidos para la 
salud o donde existan otros peligros”. Mario Coriolano, en su declaración que obra como prueba documental 
(supra párr. 28), expresó que, en el ámbito de un establecimiento penitenciario, deben, por una parte, 
“prevenir[se] las situaciones que generen riesgo de incendio a partir de deficiencias […] tales como instalaciones 
eléctricas defectuosas, la utilización de aparatos que generen sobrecarga, el suministro de colchones o ropa de 
cama que no sea ignífuga, etc. Por otra parte, el edificio deberá posibilitar la evacuación inmediata de las 
personas hacia un sector determinado, evitando la falsa disyuntiva de abrir celdas para salvar vidas y correr el 
riesgo de fuga, o evitar la fuga, pero correr el riesgo de la muerte de las personas detenidas. La organización 
debe establecer un marco normativo que determine el modo de proceder en casos de incendio y finalmente, se 
debe contar con personal capacitado para situaciones de este tipo”. 



elementos análogos que no sean ignífugos, especialmente los de materiales muy tóxicos en 
casos de combustión, como el poliuretano. Asimismo, deben tomar las medidas necesarias 
para que la autoridad de vigilancia tenga siempre, a su inmediata disposición y en 
verificadas condiciones de uso, las llaves o dispositivos que permitan la rápida apertura de 
celdas, pabellones o ámbitos cerrados. Además, es menester mantener en perfectas 
condiciones de funcionamiento extinguidores y otros dispositivos de combate de incendio 
en toda institución total. 
 
101. Tales circunstancias generaban una situación de riesgo, por los problemas de 
convivencia que implicaban. En ese sentido, las rencillas entre internos eran frecuentes 
(supra párr. 42). Resulta evidente que las autoridades del centro no contaban con 
protocolos y con estrategias adecuadas a los efectos de evitar estos conflictos Esa situación 
resultaba, por otra parte, potenciada por problemas estructurales del Centro. El mismo no 
contaba con planes de atención de emergencias, ni con medidas de prevención contra 
incendios. No había sistemas de alarmas contra incendios ni extintores. Las instalaciones 
de electricidad e iluminación eran, asimismo, defectuosas (supra párr. 40). Además, el 
Centro contaba con personal insuficiente y no había un control adecuado que impidiera el 
ingreso de materiales prohibidos o peligrosos (supra párr. 39). La perita Giacomello, al 
respecto, concluyó que “el INAM – San Félix tenía todas las condiciones para propiciar una 
tragedia, y ninguna condición para cumplir con los derechos de los adolescentes y jóvenes 
privados de la libertad”37.  
 

Finalidad de la privación de libertad 
 
102. Aunado a lo ya establecido, debe tenerse en cuenta que las penas de privación de 
libertad deben cumplir la finalidad prevista en el artículo 5.6 de la Convención a la luz de lo 
establecido en la Convención sobre los Derechos del Niño (supra párr. 85). En relación con 
esta disposición, en el caso Mendoza y otros Vs. Argentina, la Corte recordó que el artículo 
5.6 señala que “[l]as penas privativas de la libertad tendrán como finalidad esencial la 
reforma y la readaptación social de los condenados”, y determinó que las penas impuestas 
a niños o niñas por la comisión de delitos deben perseguir la reintegración de tales personas 
a la sociedad38. Este Tribunal ha señalado también que “la educación, el trabajo y la 
recreación son funciones esenciales de los centros penitenciarios, las cuales deben ser 
brindadas a todas las personas privadas de libertad con el fin de promover la rehabilitación 
y readaptación social de los internos”39. Los niños recluidos deben contar con programas y 
actividades que permitan su desarrollo sano40.  

 
37 Declaración pericial de Corina Giacomello (expediente de prueba, fs. 7471 a 7496). 
38 Cfr. Caso Mendoza y otros Vs. Argentina, párr. 165. En igual sentido, la perita Giacomello destacó como dos 
“principios fundamentales” del sistema de justicia penal para adolescentes a) el reconocimiento de los mismos 
como “sujetos de derechos, que deben ser respetados y tratados de una manera que promueva el sentido de 
responsabilidad, valor, dignidad y respeto para los demás”, y b) que el sistema contemple “políticas y acciones 
[…] dirigidas no al castigo, sino a la reinserción y la reintegración social de las y los adolescentes”.  
39 Cfr. Caso Pacheco Teruel y otros Vs. Honduras, párr. 67. En el mismo sentido, Caso Montero Aranguren y 
otros (Retén de Catia) Vs. Venezuela, párr. 146 y 
40 Las Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para el Tratamiento de los Reclusos (Reglas Nelson Mandela) 
expresan, como “Regla 4”, que: 1 “Los objetivos de las penas y medidas privativas de libertad son principalmente 
proteger a la sociedad contra el delito y reducir la reincidencia. Esos objetivos solo pueden alcanzarse si se 
aprovecha el período de privación de libertad para lograr, en lo posible, la reinserción de los ex reclusos en la 
sociedad tras su puesta en libertad, de modo que puedan vivir conforme a la ley y mantenerse con el producto 
de su trabajo. 2. Para lograr ese propósito, las administraciones penitenciarias y otras autoridades competentes 



 
104. No obstante, no es tomando lo anterior en forma aislada que se configura, en el caso, 
la violación al artículo 5.6 de la Convención. El cumplimiento de la finalidad prevista en esa 
disposición supone que la privación de libertad se desarrolle en condiciones adecuadas, que 
no resulten lesivas de los derechos de las personas penadas, lo que resulta particularmente 
relevante respecto a niños y niñas41. De ese modo, la observancia del inciso 6 del artículo 
5 de la Convención tiene relación con el cumplimiento, respecto de personas penadas 
privadas de su libertad, de los demás incisos de ese artículo. La Corte ha indicado, en ese 
sentido, que condiciones de encierro que conduzcan a un deterioro de la integridad física, 
psíquica o moral pueden, de acuerdo al caso y a su gravedad, ser “contrarias a la ‘finalidad 
esencial’ de las penas privativas de la libertad, como establece el inciso 6 del […] artículo 
[5 de la Convención]”42.  Como se ha expuesto, las condiciones existentes en el INAM –San 
Félix no resultaban adecuadas.  

 
deberán ofrecer educación, formación profesional y trabajo, así como otras formas de asistencia apropiadas y 
disponibles, incluidas las de carácter recuperativo, moral, espiritual y social y las basadas en la salud y el 
deporte. Todos esos programas, actividades y servicios se ofrecerán en atención a las necesidades de 
tratamiento individuales de los reclusos”. Las Reglas de las Naciones Unidas para la Protección de los Menores 
Privados de Libertad, por su parte, señalan, en su Regla 12, que, durante la privación de libertad, “[d]eberá 
garantizarse a los menores recluidos en centros el derecho a disfrutar de actividades y programas útiles que 
sirvan para fomentar y asegurar su sano desarrollo y su dignidad, promover su sentido de responsabilidad e 
infundirles actitudes y conocimientos que les ayuden a desarrollar sus posibilidades como miembros de la 
sociedad” 
41 La Corte, en efecto, ha considerado diversas circunstancias pueden generar la vulneración a la finalidad 
prevista por el artículo 5.6. Así, en el caso “Instituto de Reeducación del Menor” Vs. Paraguay, el Tribunal 
determinó una lesión a esa disposición, en perjuicio de niños, considerando diversos elementos, tales como la 
omisión de “medidas positivas necesarias y suficientes para garantizar […] condiciones de vida digna a todos 
los internos”, la falta de “medidas especiales que se requerían para los niños”, y la restricción de derechos “que 
no podían ser objeto de ningún tipo de limitación o vulneración”. Además, en el caso Pacheco Teruel Vs. 
Honduras, este Tribunal aceptó el reconocimiento de responsabilidad efectuado por el Estado respecto a la 
vulneración del artículo 5.6 de la Convención al no haber permitido a ciertos internos realizar actividades 
productivas. Estos señalamientos fueron retomados en el caso López y otros Vs. Argentina, en el cual la Corte 
concluyó que traslados de personas privadas de la libertad, que en el caso habían resultado “arbitrarios, 
inidóneos, innecesarios y desproporcionados”, menoscabaron el artículo 5.6 citado, en cuanto a la “finalidad 
esencial de reforma y readaptación del condenado”, entre otros derechos. (Cfr. Caso “Instituto de Reeducación 
del Menor” Vs. Paraguay, párr. 176; Caso Pacheco Teruel y otros Vs. Honduras, párrs. 60 y 69, y Caso López y 
otros Vs. Argentina, párrs. 94, 95, 160 y 162.)  
42 Caso Lori Berenson Mejía Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de noviembre de 2004. 
Serie C No. 119, párr. 101.En el mismo sentido, Caso García Asto y Ramírez Rojas Vs. Perú. Sentencia de 25 de 
noviembre de 2005. Serie C No. 137, párr. 223. En ambas ocasiones la Corte expresó que “[l]as autoridades 
judiciales deben tomar en consideración estas circunstancias al momento de aplicar o evaluar las penas 
establecidas”. En relación con lo expuesto, la Corte considera pertinente resaltar que, como ya lo ha expresado, 
“la protección de la vida del niño y adolescente requiere que el Estado se preocupe particularmente de las 
circunstancias de la vida que llevará mientras se mantenga privado de libertad” (Asunto de la Unidad de 
Internación Socioeducativa. Medidas Provisionales respecto de Brasil. Resolución de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos de 25 de febrero de 2011, Considerando 15). En ese sentido, las Reglas de las Naciones 
Unidas para la Protección de los Menores Privados de Libertad, por su parte, señalan, en su Regla 12, que “[l]a 
privación de la libertad deberá efectuarse en condiciones y circunstancias que garanticen el respeto de los 
derechos humanos de los menores”. Al respecto, sin perjuicio de otros aspectos, “el Estado debe erradicar 
concretamente los riesgos de atentados contra la vida e integridad personal de los internos, tanto en sus 
relaciones entre sí como por parte de los agentes estatales y garantizar que el régimen disciplinario respete sus 
derechos humanos” (Asunto de la Unidad de Internación Socioeducativa respecto de Brasil. Medidas 
Provisionales. Resolución de la Corte Interamericana de Derechos Humanos de 26 de abril de 2012, 
Considerando 21. En igual sentido, Asuntos de determinados centros penitenciarios de Venezuela. Medidas 
Provisionales respecto de Venezuela. Resolución de la Corte Interamericana de Derechos Humanos de 6 de julio 
de 2011, Considerando 14). 



  
105. En esta línea, la Observación General No. 24 del Comité de los Derechos del Niño 
plantea que la privación de libertad es una medida de último recurso43. Cuando la persona 
menor de 18 años de edad sea condenad debe recibir una educación, un tratamiento y una 
atención con miras a su puesta en libertad, su reintegración social y el desempeño de una 
función constructiva en la sociedad44. La Corte concluye que las condiciones que presentaba 
el INAM-San Félix no resultaban aptas para lograr esta finalidad y, por ende, eran 
incompatibles con la finalidad prevista en el artículo 5.6 convencional. 
 

c. Afectación de la integridad personal por torturas y obligación de 
investigar. 

 
Caso Olivares Muñoz y otros Vs. Venezuela. 
 
88. Por otro lado, la Corte recuerda que la Convención reconoce expresamente el derecho 
a la integridad personal, el cual es un bien jurídico cuya protección encierra la finalidad 
principal de la prohibición imperativa de la tortura y penas o tratos crueles, inhumanos o 
degradantes45. 
 
134. La Corte ha establecido que, de conformidad con el artículo 1.1 de la Convención 
Americana, la obligación de garantizar los derechos reconocidos en los artículos 5.1 y 5.2 
de la Convención implica el deber del Estado de investigar posibles actos de tortura u otros 
tratos crueles, inhumanos o degradantes, el que se ve precisado por los artículos 1, 6 y 8 
de la CIPST46. De esa cuenta, el Tribunal ha señalado que el artículo 8 de la CIPST establece 
claramente que, cuando exista denuncia o razón fundada para creer que se ha cometido 
un acto de tortura en el ámbito de su jurisdicción, los Estados partes garantizarán que sus 
respectivas autoridades procederán de oficio y de inmediato a realizar una investigación 
sobre el caso y a iniciar, cuando corresponda, el respectivo proceso penal47. 
 

d. Derecho a la integridad personal de los familiares. 
 
Caso Mota Abarullo y otros Vs. Venezuela. 
 
131. La vulneración a la integridad personal de familiares puede, en algunas circunstancias, 
ser presumida. Es lo que ocurre en el presente caso. Al respecto, el Tribunal ha estimado 
“que los sufrimientos o muerte de una persona, con motivo de un incendio, acarrean a sus 

 
43 Comité de los Derechos del Niño, Observación general 24, párr. 73. También señaló el Comité, en el párrafo 
19 de la misma Observación General, que “[e]l sistema de justicia juvenil debe ofrecer amplias oportunidades 
para aplicar medidas sociales y educativas y limitar estrictamente el uso de la privación de libertad, desde el 
momento de la detención, a lo largo de todo el procedimiento y en la sentencia”. 
44 Cfr., en el mismo sentido, Comité de los Derechos del Niño, Observación general 24, párr. 81. 
45 Cfr. Caso Ximenes Lopes Vs. Brasil. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 4 de julio de 2006. Serie C 
No. 149, párr. 126, y Caso Díaz Loreto y otros Vs. Venezuela. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 19 de noviembre de 2019. Serie C No. 392, párr. 91. 
46 Cfr. Caso Ximenes Lopes Vs. Brasil, supra, párr. 147, y Caso Montesinos Mejía Vs. Ecuador, supra, párr. 151. 
47 Cfr. Caso Gutiérrez Soler Vs. Colombia. Sentencia de 12 de septiembre de 2005. Serie C No. 132, párr. 54, y 
Caso Azul Rojas Marín y otra Vs. Perú, supra, párr. 174. 
 



familiares más cercanos un daño inmaterial propio de la naturaleza humana, por lo cual no 
es necesario demostrarlo”48 . 
 
Caso Olivares Muñoz y otros Vs. Venezuela. 
 
140. La Corte ha considerado que, en casos de graves violaciones de derechos humanos 
como desapariciones forzadas49, ejecuciones extrajudiciales50, violencia sexual y tortura51, 
es aplicable una presunción iuris tantum respecto de la violación al derecho a la integridad 
personal de madres y padres, hijas e hijos, esposos y esposas, y compañeros y compañeras 
permanentes, así como hermanos y hermanas de las víctimas52. 
 
Caso Guzmán Albarracín Y otras Vs. Ecuador 
 
209. La Corte nota que surge de la prueba e información aportada al expediente, así como 
de lo presentado en la audiencia pública, que las familiares de Paola, además de haber 
padecido por su muerte y las violaciones a derechos humanos previas que sufrió, vieron su 
integridad personal afectada por una o varias de las circunstancias siguientes: i) la falta de 
auxilio por parte de la institución educativa a Paola tras la ingesta de fósforo blanco, lo cual 
obligó a la señora Petita a trasladarla por sus propios medios al centro de salud más cercano 
(supra párrs. 158 a 160); y ii) la duración de los procesos judiciales (supra párr. 187) y la 
actual impunidad sobre el o los responsables de los hechos después de casi 18 años53. 
 
 

III. Derecho a la Libertad Personal (artículo 7 de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos). 

 
a. Contenido del derecho a la libertad personal. 

 
Caso Fernández Prieto y Tumbeiro Vs. Argentina 
 
64. La Corte ha sostenido que la libertad y la seguridad personal constituyen garantías para 
la detención o encarcelamiento ilegal o arbitrario. De esta forma, si bien el Estado tiene el 
derecho y la obligación de garantizar su seguridad y mantener el orden público, su poder 
no es ilimitado, pues tiene el deber de aplicar en todo momento procedimientos conformes 
a Derecho y respetuosos de los derechos fundamentales, a todo individuo que se encuentre 

 
48 Cfr. Caso Pacheco Teruel y otros Vs. Honduras, párr. 74. 
49 Cfr. Caso Valle Jaramillo y otros Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de noviembre 
de 2008. Serie C No. 192, párr. 119; Caso Munárriz Escobar y otras Vs. Perú. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de agosto de 2018. Serie C No. 355, párr. 114. 
50 Cfr. Caso La Cantuta Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de noviembre de 2006. Serie 
C No. 162, párr. 218, y Caso Ruiz Fuentes y otra Vs. Guatemala, supra, párr. 191. 
51 Cfr. Caso Rosendo Cantú y otra Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 31 de agosto de 2010. Serie C No. 216, párrs. 137 a 139, y Caso Azul Rojas Marín Vs. Perú, supra, párrs. 
221 y 222. 
52 Cfr. Caso Valle Jaramillo y otros Vs. Colombia, supra, párr. 119, y Caso Azul Rojas Marín Vs. Perú, supra, 
párr. 221. 
53 En la audiencia pública de 28 de enero de 2020, la perita Ximena Cortés Castillo indicó que la señora Petita 
Albarracín ha tenido que “asumir sobre sus propios hombros la vastedad del proceso de ley. […] Al tener que 
entregarse a la causa de su hija violentada, quedó cooptada para su otra hija y se dañó el vínculo materno filial 
con Denisse, por lo que no perdió a una hija, sino a dos”. 



bajo su jurisdicción54. La finalidad de mantener la seguridad y el orden públicos requiere 
que el Estado legisle y adopte diversas medidas de distinta naturaleza para prevenir y 
regular las conductas de sus ciudadanos, una de las cuales es promover la presencia de 
fuerzas policiales en el espacio público. No obstante, la Corte observa que un incorrecto 
actuar de esos agentes estatales, en su interacción con las personas a quienes deben 
proteger, representa una de las principales amenazas al derecho a la libertad personal, el 
cual, cuando es vulnerado, genera un riesgo de que se produzca la vulneración de otros 
derechos, como la integridad personal y, en algunos casos, la vida55. 
 
65. En relación con lo anterior, la Corte recuerda que el contenido esencial del artículo 7 de 
la Convención Americana es la protección de la libertad del individuo contra toda 
interferencia arbitraria o ilegal del Estado56. Este artículo tiene dos tipos de regulaciones 
bien diferenciadas entre sí, una general y otra específica. La general se encuentra en el 
primer numeral: “[t]oda persona tiene el derecho a la libertad y a la seguridad personales”. 
Mientras que la específica está compuesta por una serie de garantías que protegen el 
derecho a no ser privado de la libertad ilegalmente (artículo 7.2) o arbitrariamente (artículo 
7.3), a conocer las razones de la detención y los cargos formulados en contra del detenido 
(artículo 7.4), al control judicial de la privación de la libertad y la razonabilidad del plazo de 
la prisión preventiva (artículo 7.5), a impugnar la legalidad de la detención (artículo 7.6) y 
a no ser detenido por deudas (artículo 7.7). Cualquier violación de los numerales 2 al 7 del 
artículo 7 de la Convención acarreará necesariamente la violación del artículo 7.1 de la 
misma57. 
 

b. Legalidad de la detención. 
 
Caso Fernández Prieto y Tumbeiro Vs. Argentina 
 
66. La Corte ha expresado que la restricción del derecho a la libertad personal únicamente 
es viable cuando se produce por las causas y en las condiciones fijadas de antemano por 
las Constituciones Políticas o por las leyes dictadas conforme a ellas (aspecto material), y 
además, con estricta sujeción a los procedimientos objetivamente definidos en las mismas 
(aspecto formal)58. Esto así, en mérito de que es la propia Convención la que remite al 
derecho interno del Estado en cuestión, motivo por el que tal remisión no supone que la 
Corte deje de fallar de acuerdo a la Convención59, sino precisamente que debe hacerlo 
conforme a ella y no según el referido derecho interno. La Corte no realiza, en tal 

 
54 Cfr. Servellón García y otros Vs. Honduras. Sentencia de 21 de septiembre de 2006. Serie C No. 152, párr. 
86. 
55 Cfr. Servellón García y otros Vs. Honduras, supra, párr. 87. 
56 Cfr. Caso Juan Humberto Sánchez Vs. Honduras. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 7 de junio de 2003. Serie C No. 99, párr. 84, y Caso Azul Rojas Marín y otra Vs. Perú. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 12 de marzo de 2020. Serie C No. 402, párr. 100. 
57 Cfr. Caso Chaparro Álvarez y Lapo Íñiguez Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 21 de noviembre de 2007. Serie C No. 170, párr. 54, y Caso Azul Rojas Marín y otra Vs. 
Perú, supra, párr. 100. 
58 Cfr. Caso Gangaram Panday Vs. Surinam. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 21 de enero de 1994. 
Serie C No. 16, párr. 47, y Caso Azul Rojas Marín y otra Vs. Perú, supra, párr. 110. 
59 Artículo 62.3 de la Convención. 



eventualidad, un control de constitucionalidad ni tampoco de legalidad, sino únicamente de 
convencionalidad60. 
 
67. Así, en cuanto al requisito de legalidad de la detención, el Tribunal ha señalado que, al 
remitir a la Constitución y leyes establecidas “conforme a ellas”, el estudio de la observancia 
del artículo 7.2 de la Convención implica el examen del cumplimiento de los requisitos 
establecidos tan concretamente como sea posible y “de antemano” en dicho ordenamiento 
en cuanto a las “causas” y “condiciones” de la privación de la libertad física. Si la normativa 
interna, tanto en el aspecto material como en el formal, no es observada al privar a una 
persona de su libertad, tal privación será ilegal y contraria a la Convención Americana, a la 
luz del artículo 7.261. 
 
71. El Tribunal considera que esta omisión de justificar la detención del señor Fernández 
Prieto en alguna de causales legales es claramente un incumplimiento del requisito de 
legalidad, pues los policías realizaron un acto que constituyó una restricción a la libertad 
personal del señor Fernández Prieto –en tanto obligaron a detener el vehículo en el que 
viajaba, posteriormente lo obligaron a descender de él, procedieron a realizar un registro 
y, finalmente, lo privaron de su libertad- actuando más allá de las facultades habilitantes 
que establecía el Código de Procedimientos para realizar dichos actos sin orden judicial. 
Asimismo, la Corte advierte que los tribunales internos que resolvieron sobre la legalidad 
de la interceptación del automóvil en que viajaba el señor Fernández Prieto, el registro del 
mismo y su posterior detención tampoco se pronunciaron sobre cómo esta se encuadraba 
en alguna las hipótesis previstas por el Código de Procedimientos en Materia Penal, sino 
que la validaron considerando que los policías actuaron en cumplimiento de su tarea de 
prevención del delito y por las pruebas obtenidas en virtud de dicha actuación.  
 

c. Arbitrariedad de la detención. 
 
Caso Fernández Prieto y Tumbeiro Vs. Argentina 
 
80. Este escenario concuerda con lo señalado por la perita Sofia Tiscornia sobre la 
calificación no objetiva de la actitud o apariencia de una persona como sospechosa con 
fundamento en ideas preconcebidas por los agentes policiales sobre la presunta 
peligrosidad de ciertos grupos sociales y los elementos que determinan la pertenencia a 
estos62. La Corte recuerda que los estereotipos consisten en preconcepciones de los 
atributos, conductas, papeles o características poseídas por personas que pertenecen a un 

 
60 Cfr. Caso Azul Rojas Marín y otra Vs. Perú, supra, párr. 110. 
61 Cfr. Caso Chaparro Álvarez y Lapo Íñiguez Vs. Ecuador, supra, párr. 57, y Caso Azul Rojas Marín y otra Vs. 
Perú, supra, párr. 111. 
62 La perita señaló lo siguiente: “Esto que la policía llama el olfato policial […] pero sin duda que la policía 
detiene fundamentalmente por formas de vestir, por actitudes corporales, todos sabemos que los distintos 
grupos sociales manifestamos actitudes corporales diferentes, entonces un joven de un barrio popular que está 
caminando por una zona residencial, seguramente, tiene un cien por ciento de posibilidades de ser detenido, y 
lo es exclusivamente por estereotipo, es más, en nuestros estudios ha aparecido veces de que chicos de clase 
media usan vestimenta de gente pobre y son detenidos, cuando descubren su identidad son dejados en libertad. 
O sea, hay una muy fuerte carga de detención por clase social, y por estereotipos. La policía responde sin duda 
a ésta forma de funcionamiento”. Declaración rendida por Sofía Tiscornia ante la Corte Interamericana en la 
audiencia pública celebrada el 11 de marzo de 2020. 



grupo identificado63. El empleo de razonamientos estereotipados por parte de las fuerzas 
de seguridad puede dar lugar a actuaciones discriminatorias y, por consiguiente, arbitrarias. 
 
81. Ante la ausencia de elementos objetivos, la clasificación de determinada conducta o 
apariencia como sospechosa, o de cierta reacción o expresión corporal como nerviosa, 
obedece a las convicciones personales de los agentes intervinientes y a las prácticas de los 
propios cuerpos de seguridad, lo cual comporta un grado de arbitrariedad que es 
incompatible con el artículo 7.3 de la Convención Americana. Cuando adicionalmente estas 
convicciones o apreciaciones personales se formulan sobre prejuicios respecto a las 
características o conductas supuestamente propias de determinada categoría o grupo de 
personas o a su estatus socio-económico, pueden derivar en una violación a los artículos 
1.1 y 24 de la Convención. En concordancia con lo anterior, el perito Juan Pablo Gomara 
enfatizó lo siguiente:  
 

Atribuir a una persona la sospecha de un comportamiento ilegal por la sola circunstancia de 
ser joven y usar determinada ropa, ser pobre, estar en situación de calle, ser mujer trans, 
etc. importa claramente un trato discriminatorio, prohibido por el derecho internacional de 
los derechos humanos. Es decir, los cuerpos de seguridad ejercen en gran medida la facultad 
de identificación y registro a través del uso de perfiles discriminatorios64. 

 
82. El uso de estos perfiles supone una presunción de culpabilidad contra toda persona que 
encaje en los mismos, y no la evaluación caso a caso sobre las razones objetivas que 
indiquen efectivamente que una persona está vinculada a la comisión de un delito. Por ello, 
la Corte ha señalado que las detenciones realizadas por razones discriminatorias son 
manifiestamente irrazonables y por tanto arbitrarias65. En este caso, el contexto sobre 
detenciones arbitrarias en Argentina, el reconocimiento expreso de responsabilidad 
internacional por parte del Estado, y la falta de explicaciones sobre el carácter sospechoso 
atribuido al señor Tumbeiro más allá de su nerviosismo, su manera de vestir66 y el 
señalamiento explícito de que esta no era propia de la zona “de gente humilde”67 por la que 
caminaba, evidencian que no hubo indicios suficientes y razonables sobre su participación 
en un hecho delictivo, sino que la detención se efectuó prima facie debido a la sola 
circunstancia de no reaccionar del modo en que los agentes intervinientes percibían como 
correcto y utilizar un atuendo juzgado por ellos como inadecuado con base en una 
preconcepción subjetiva sobre la apariencia que debían resguardar los habitantes del área, 
lo que comporta un trato discriminatorio que torna en arbitraria la detención. 
 
Caso Acosta Martínez y otros Vs. Argentina. 
 

 
63 Cfr. Caso Norín Catrimán y Otros (Dirigentes, Miembros y Activista del Pueblo Indígena Mapuche) Vs. Chile. 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de mayo de 2014. Serie C No. 279, párr. 223.  
64 Declaración pericial rendida el 4 de marzo de 2020 por Juan Pablo Gomara ante fedatario público (expediente 
de fondo, folios del 413 al 482). 
65 Cfr. Caso de personas dominicanas y haitianas expulsadas Vs. República Dominicana. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de agosto de 2014. Serie C No. 282, párr. 368, y 
Caso Azul Rojas Marín y Otra Vs. Perú, supra, párr. 129.  
66 Cfr. Declaración suscrita el 15 de enero de 1998 por el Subinspector G I (expediente de prueba, folios 1486 
y 1487). 
67 111 Cfr. Sentencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación de 3 de octubre de 2002 (expediente de 
prueba, folios del 304 al 311). 



96. El programa de acción de Durban define los perfiles raciales como “la práctica de los 
agentes de policía y otros funcionarios encargados de hacer cumplir la ley de basarse, en 
uno u otro grado, en la raza, el color, la ascendencia o el origen nacional o étnico como 
motivo para someter a las personas a actividades de investigación o para determinar si una 
persona realiza actividades delictivas”68. El Comité para la Eliminación de la Discriminación 
Racial ha hecho referencia a estas prácticas definiéndolas como “los interrogatorios, las 
detenciones y los cacheos basados de facto exclusivamente en el aspecto físico del 
individuo, su color, sus rasgos faciales, su pertenencia a un grupo racial o étnico, o cualquier 
otra categorización que pueda hacerle particularmente sospechoso”69. 
 
98. Las manifestaciones de la utilización de perfiles raciales también pueden estar ligadas 
a la normativa o la práctica interna. En efecto, como lo señaló el Relator Especial sobre las 
formas contemporáneas de racismo, discriminación racial, xenofobia y formas conexas de 
intolerancia, “puede suceder que las políticas oficiales faciliten prácticas discrecionales que 
permiten a las autoridades encargadas de hacer cumplir la ley dirijan selectivamente sus 
actuaciones hacia grupos o personas basándose en el color de su piel, en su vestimenta, 
en su vello facial o en el idioma en que hablan”70. 
 
99. El Grupo de Trabajo sobre la Detención Arbitraria ha señalado que una privación de 
libertad tiene motivos discriminatorios “cuando resultaba evidente que se había privado a 
las personas de su libertad específicamente en función de las características distintivas 
reales o aparentes, o a causa de su pertenencia real o presunta a un grupo diferenciado (y 
a menudo minoritario)”. El Grupo de Trabajo considera como uno de los factores a tomar 
en cuenta para determinar la existencia de motivos discriminatorios, si “[l]as autoridades 
han hecho afirmaciones a la persona detenida o se han comportado con ella de manera 
que indique una actitud discriminatoria”71. De esta forma, una detención basada en el uso 
de perfiles raciales sería claramente discriminatoria. 
 
100. En el caso concreto los agentes policiales justificaron la detención del señor Acosta 
Martínez en su supuesto estado de ebriedad. De esta forma, al utilizar una normativa tan 
amplia como los Edictos contra la ebriedad, en realidad se encubrió la utilización de un perfil 
racial como motivo principal para su detención y, por consiguiente, se puso de manifiesto 
la arbitrariedad de su privación de libertad. En efecto, este Tribunal ha señalado que las 
detenciones realizadas por razones discriminatorias son, por consiguiente, arbitrarias72. 
 

d. Insuficiencia normativa. 
 

 
68 150 Programa de Acción de la Conferencia Mundial contra el Racismo, la Discriminación Racial, la Xenofobia 
y las Formas Conexas de Intolerancia, Durban, 2001, párr. 72. 
69 Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial. Recomendación general XXXI sobre la prevención de 
la discriminación racial en la administración y el funcionamiento de la justicia penal, UN Doc. A/60/18, 2005, 
obs. 20. 
70 Informe del Relator Especial sobre las formas contemporáneas de racismo, discriminación racial, xenofobia y 
formas conexas de Intolerancia, Sr. Mutuma Ruteere, supra, párr. 16. 
71 Informe del Grupo de Trabajo sobre la Detención Arbitraria, UN Doc. A/HRC/36/37, 19 de julio de 2017, párr. 
48. 
72 Cfr. Caso de personas dominicanas y haitianas expulsadas Vs. República Dominicana. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de agosto de 2014. Serie C No. 282, párr. 368, y 
Caso Azul Rojas Marín y otra Vs. Perú, supra, párr. 129 



Caso Fernández Prieto y Tumbeiro Vs. Argentina 
 
89. En relación con lo anterior, el Tribunal recuerda que el artículo 7.2 de la Convención 
exige no solo la existencia de regulaciones que establezcan las “causas” y “condiciones” 
que autoricen la privación de la libertad física, sino que es necesario que esta sea lo 
suficientemente clara y detallada, de forma que se ajuste al principio de legalidad y tipicidad 
tal como ha sido entendido por esta Corte en su jurisprudencia. Al respecto, este Tribunal 
ha señalado que “la calificación de un hecho como ilícito y la fijación de sus efectos jurídicos 
deben ser preexistentes a la conducta del sujeto al que se considera infractor pues, de no 
ser así las personas no podrían orientar su comportamiento conforme a un orden jurídico 
vigente y cierto, en que se expresan el reproche social y las consecuencias de este”73. 
 
90. De esta forma, el Tribunal considera que es necesario que las regulaciones que 
determinen las facultades de los funcionarios policiales relacionadas con la prevención e 
investigación de delitos, incluyan referencias específicas y claras a parámetros que eviten 
que una interceptación de un automóvil o una detención con fines de identificación se 
realice arbitrariamente. Por lo que en aquellas disposiciones en que exista una condición 
habilitante que permita una detención sin orden judicial o en flagrancia, además de que 
esta cumpla con los requisitos de finalidad legítima, idoneidad y proporcionalidad, debe 
contemplar la existencia de elementos objetivos, de forma que no sea la mera intuición 
policíaca ni criterios subjetivos, que no pueden ser verificados, los que motiven una 
detención. Esto significa que la legislación habilitante para este tipo de detenciones debe 
dirigirse a que la autoridad ejerza sus facultades ante la existencia de hechos o 
informaciones reales, suficientes y concretas que, de manera concatenada, permitan inferir 
razonablemente a un observador objetivo que la persona que es detenida probablemente 
era autora de alguna infracción penal o contravencional. Este tipo de regulaciones deben, 
además, ser acorde al principio de igualdad y no discriminación, de forma tal que evite la 
hostilidad en contra de grupos sociales en virtud de categorías prohibidas por la propia 
Convención Americana.  
 
91. En este punto, el Tribunal advierte lo señalado por el perito Juan Pablo Gomara en el 
sentido de que, ante la necesidad de establecer un estándar probatorio como presupuesto 
para la actuación policial en breves detenciones y en registros temporales, en aras de 
preservar el principio de legalidad y evitar el abuso y la arbitrariedad policial, es conveniente 
adoptar un estándar probatorio objetivo74. 
 
99. La Corte recuerda que el artículo 2 de la Convención contempla el deber general de los 
Estados Partes de adecuar su derecho interno a las disposiciones de la misma para 
garantizar los derechos en ella consagrados. Este deber implica la adopción de medidas en 
dos vertientes. Por una parte, la supresión de las normas y prácticas de cualquier naturaleza 
que entrañen violación a las garantías previstas en la Convención. Por otra, la expedición 
de normas y el desarrollo de prácticas conducentes a la efectiva observancia de dichas 

 
73 Caso Norín Catrimán y otros (Dirigentes, Miembros y Activista del Pueblo Indígena Mapuche) Vs. Chile supra, 
párr. 106, y Caso Pollo Rivera y otros Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 21 de octubre de 
2016. Serie C No. 319, párr. 219. 
74 Cfr. Declaración pericial rendida el 4 de marzo de 2020 por Juan Pablo Gomara ante fedatario público 
(expediente de fondo, folios del 413 al 482). 



garantías75. Precisamente, respecto a la adopción de dichas medidas, esta Corte ha 
reconocido que todas las autoridades de un Estado Parte en la Convención tienen la 
obligación de ejercer un control de convencionalidad76, de forma tal que la interpretación y 
aplicación del derecho nacional sea consistente con las obligaciones internacionales del 
Estado en materia de derechos humanos77. 
 
100. Respecto al control de convencionalidad, el Tribunal ha señalado que cuando un 
Estado es parte de un tratado internacional como la Convención Americana, todos sus 
órganos, incluidos sus jueces, están sometidos a aquél, lo cual les obliga a velar por que 
los efectos de las disposiciones de la Convención no se vean mermados por la aplicación de 
normas contrarias a su objeto y fin. Los jueces y órganos vinculados a la administración de 
justicia en todos los niveles, están en la obligación de ejercer ex officio un “control de 
convencionalidad” entre las normas internas y la Convención Americana, evidentemente en 
el marco de sus respectivas competencias y de las regulaciones procesales 
correspondientes. En esta tarea, los jueces y órganos vinculados a la administración de 
justicia deben tener en cuenta no solamente el tratado, sino también la interpretación que 
del mismo ha hecho la Corte Interamericana, intérprete última de la Convención 
Americana78. Por tanto, en la creación e interpretación de las normas que faculten a la 
policía a realizar detenciones sin orden judicial o en flagrancia, las autoridades internas, 
incluidos los tribunales, están obligadas a tomar en cuenta las interpretaciones de la 
Convención Americana realizadas por la Corte Interamericana respecto a la necesidad de 
que las mismas se realicen en cumplimiento con los estándares en materia de libertad 
personal, los cuales han sido reiterados en el presente capítulo. 
 

IV. Derecho a las garantías procesales y a la protección judicial (artículos 
8 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos). 

 
a. Contenido del derecho a las garantías judiciales (debido proceso). 

 
Caso Urrutia Laubreaux Vs. Chile 
 
100. El artículo 8 de la Convención consagra los lineamientos del debido proceso legal, el 
cual está compuesto de un conjunto de requisitos que deben observarse en las instancias 
procesales, a efectos de que las personas estén en condiciones de defender adecuadamente 
sus derechos ante cualquier tipo de acto del Estado que pueda afectarlos79. 
 

 
75 Cfr. Caso Castillo Petruzzi y otros Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de mayo de 1999. 
Serie C No. 52, párr. 207, y Caso Petro Urrego Vs. Colombia. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 8 de julio de 2020. Serie C No. 406, párr. 111. 
76 Cfr. Caso Almonacid Arellano y otros Vs. Chile. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y costas. 
Sentencia de 26 de septiembre de 2006. Serie C No. 154, párr. 124, y Caso Petro Urrego Vs. Colombia, supra, 
párr. 111. 
77 Cfr. Caso Andrade Salmón Vs. Bolivia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 de diciembre de 2016. 
Serie C No. 330, párr. 93, y Caso Petro Urrego Vs. Colombia, supra, párr. 103.  
78 Cfr. Caso Almonacid Arellano y otros Vs. Chile, supra, párr. 124, y Caso Petro Urrego Vs. Colombia, supra, 
párr. 107. 
79 Cfr. Garantías Judiciales en Estados de Emergencia (arts. 27.2, 25 y 8 Convención Americana sobre Derechos 
Humanos). Opinión Consultiva OC-9/87 del 6 de octubre de 1987. Serie A No. 9, párr. 27, y Caso Colindres 
Schonenberg Vs. El Salvador. Fondo, Reparaciones y Costas, supra, párr. 63. 



101. De acuerdo a lo dispuesto en el artículo 8.1 de la Convención, en la determinación de 
los derechos y obligaciones de todas las personas, de orden penal, civil, laboral, fiscal o de 
cualquier otro carácter, se deben observar “las debidas garantías” que aseguren, según el 
procedimiento de que se trate, el derecho al debido proceso. El incumplimiento de una de 
esas garantías conlleva una violación de dicha disposición convencional80. 
 
102. Por otra parte, el artículo 8.2 de la Convención establece las garantías mínimas que 
deben ser aseguradas por los Estados en función del debido proceso legal81. Esta Corte ha 
establecido que las garantías del artículo 8.2 de la Convención no son exclusivas de los 
procesos penales, sino que además pueden ser aplicables a procesos de carácter 
sancionatorio82. Ahora bien, lo que corresponde en cada caso es determinar las garantías 
mínimas que conciernen a un determinado proceso sancionatorio no penal, según su 
naturaleza y alcance83. 
 
Caso Petro Urrego Vs. Colombia 
 
119. En relación con lo anterior, si bien el artículo 8 de la Convención se titula “Garantías 
Judiciales”, su aplicación no se limita a los recursos judiciales en sentido estricto, “sino al 
conjunto de requisitos que deben observarse en las instancias procesales”84 a efecto de que 
las personas puedan defenderse adecuadamente ante cualquier acto emanado del Estado 
que pueda afectar sus derechos85. De este modo, cuando la Convención alude al derecho 
de toda persona a ser oída por un “juez o tribunal competente” para la “determinación de 
sus derechos”, está refiriéndose a cualquier autoridad pública, ya sea administrativa, 
legislativa o judicial, que a través de sus resoluciones determine derechos y obligaciones 
de las personas86. De esta forma, se desprende que cualquier órgano del Estado que ejerza 
funciones de carácter materialmente jurisdiccional, tiene la obligación de adoptar 
resoluciones apegadas a las garantías del debido proceso legal en los términos del artículo 
8.1 de la Convención Americana87. Por esta razón, en la determinación de los derechos y 
obligaciones de las personas, de cualquier carácter, se debe observar “las debidas 
garantías” que aseguren, según el procedimiento de que se trate, el derecho al debido 

 
80 Cfr. Caso Claude Reyes y otros Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de septiembre de 
2006. Serie C No. 151, párr. 119, y Caso Petro Urrego Vs. Colombia. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas, supra, párr. 119. 
81 Cfr. Caso Baena Ricardo Vs. Panamá. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 de febrero de 2001. 
Serie C No. 72, párr. 137, y Caso Petro Urrego Vs. Colombia. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 
Costas, supra, párr. 120. 
82 Cfr. Caso Maldonado Ordóñez Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 3 de mayo de 2016. Serie C No. 311, párr. 75. 
83 Caso Maldonado Ordóñez Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas, supra, párr. 
75, y Caso Rosadio Villavicencio Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas, supra, párr. 
125. 
84 Cfr. Garantías Judiciales en Estados de Emergencia (arts. 27.2, 25 y 8 Convención Americana sobre Derechos 
Humanos). Opinión Consultiva OC-9/87 de 6 de octubre de 1987. Serie A No. 9, párr. 27, y Caso Montesinos 
Mejía Vs. Ecuador, supra, párr. 174.  
85 Cfr. Caso del Tribunal Constitucional Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de enero de 
2001. Serie C No. 71, párr. 69, y Caso Montesinos Mejía Vs. Ecuador, supra, párr. 174. 
86 Cfr. Caso del Tribunal Constitucional Vs. Perú, supra, párr. 71, y Caso Maldonado Ordoñez Vs. Guatemala. 
Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 3 de mayo de 2016. Serie C No. 311, párr. 
26. 
87 Cfr. Caso del Tribunal Constitucional Vs. Perú, supra, párr. 71, y Caso Maldonado Ordoñez Vs. Guatemala, 
supra, párr. 26. 



proceso88. Esto significa que el incumplimiento de una de esas garantías conlleva 
necesariamente una violación de dicha disposición89. 
 
120. Por su parte, el artículo 8.2 de la Convención establece adicionalmente las garantías 
mínimas que deben ser aseguradas por los Estados en función del debido proceso legal90. 
La Corte ha indicado que estas garantías mínimas deben respetarse en el procedimiento 
administrativo y en cualquier otro procedimiento cuya decisión pueda afectar los derechos 
de las personas91. En otras palabras, cualquier actuación u omisión de los órganos estatales 
dentro de un proceso, sea administrativo sancionatorio o jurisdiccional, debe respetar el 
debido proceso legal92. Particularmente, en el caso Maldonado Ordoñez Vs. Guatemala, la 
Corte destacó que “el derecho disciplinario forma parte del derecho sancionador [...] en la 
medida en que está compuesto por un conjunto de normas que permiten imponer sanciones 
a los destinatarios que realicen una conducta definida como falta disciplinaria”, por lo que 
“se acerca a las previsiones del derecho penal” y, en razón de su “naturaleza sancionatoria”, 
las garantías procesales de este “son aplicables mutatis mutandis al derecho disciplinario”93.  
 
121. Tomando en cuenta lo anterior, respecto de la destitución por vía administrativa de 
funcionarios públicos, la Corte ha señalado que, por su naturaleza sancionatoria y debido a 
que implica una determinación de derechos, las garantías procesales contempladas en el 
artículo 8 de la Convención Americana hacen parte del elenco de garantías mínimas que 
deben ser respetadas para adoptar una decisión no arbitraria y ajustada al debido proceso94. 
En atención a ello, el Tribunal analizará si el proceso administrativo seguido por la Sala 
Disciplinaria de la Procuraduría General contra el señor Petro cumplió con las garantías del 
debido proceso establecidas en el artículo 8 de la Convención.  
 

b. Deber de motivación. 
 
Caso Martínez Esquivia Vs. Colombia 
 
105. Sobre el deber de motivación, la Corte recuerda que “[e]n cualquier materia, inclusive 
en la laboral y la administrativa, la discrecionalidad de la administración tiene límites 
infranqueables, siendo uno de ellos el respeto de los derechos humanos. Es importante que 
la actuación de la administración se encuentre regulada, y ésta no puede invocar el orden 

 
88 Cfr. Caso Claude Reyes y otros Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de septiembre de 
2006. Serie C No. 151, párr. 117, y Caso Montesinos Mejía Vs. Ecuador, supra, párr. 176.  
89 Cfr. Caso Claude Reyes y otros Vs. Chile, supra, párr. 117, y Caso Montesinos Mejía Vs. Ecuador, supra, párr. 
176. 
90 Cfr. Caso Genie Lacayo Vs. Nicaragua. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de enero de 1997. 
Serie C No. 30, párr. 74, y Caso Montesinos Mejía Vs. Ecuador, supra, párr. 176.  
91 Cfr. Caso Baena Ricardo Vs. Panamá. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 de febrero de 2001. 
Serie C No. 72, párr. 127, y Caso López y otros Vs. Argentina. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 25 de noviembre de 2019. Serie C No. 396, párr. 200. 
92 Cfr. Caso Baena Ricardo Vs. Panamá, supra, párr. 124, y Caso de personas dominicanas y haitianas expulsadas 
Vs. República Dominicana. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de agosto 
de 2014. Serie C No. 282, párr. 349. 
93 Cfr. Caso Maldonado Ordoñez Vs. Guatemala, supra, párr. 75. 
94 Cfr. Caso Maldonado Ordoñez Vs. Guatemala, supra, párr. 79, y Caso Rosadio Villavicencio Vs. Perú. 
Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 14 de octubre de 2019. Serie C No. 388, 
párr. 126. 



público para reducir discrecionalmente las garantías de los administrados”95. Asimismo, este 
Tribunal ha señalado que es exigible a cualquier autoridad pública, sea administrativa, 
legislativa o judicial, cuyas decisiones puedan afectar los derechos de las personas, que 
adopte dichas decisiones con pleno respeto de las garantías del debido proceso legal96. Al 
respecto, el artículo 8 de la Convención consagra los lineamientos del debido proceso legal, 
el cual está compuesto por un conjunto de requisitos que deben observarse en las instancias 
procesales, a efectos de que las personas estén en condiciones de defender adecuadamente 
sus derechos ante cualquier tipo de acto del Estado que pueda afectarlos97.  
 
106. El deber de motivar las resoluciones es una garantía vinculada con la correcta 
administración de justicia, que protege el derecho de los ciudadanos a ser juzgados por las 
razones que el Derecho suministra, y otorga credibilidad a las decisiones jurídicas en el 
marco de una sociedad democrática98. Por tanto, las decisiones que adopten los órganos 
internos que puedan afectar derechos humanos deben estar debidamente fundamentadas, 
pues de lo contrario serían decisiones arbitrarias99. En este sentido, la argumentación de 
un fallo y de ciertos actos administrativos debe permitir conocer cuáles fueron los hechos, 
motivos y normas en que se basó la autoridad para tomar su decisión, a fin de descartar 
cualquier indicio de arbitrariedad100. Asimismo, la motivación demuestra a las partes que 
éstas han sido oídas y, en aquellos casos en que las decisiones son recurribles, les 
proporciona la posibilidad de criticar la resolución y lograr un nuevo examen de la cuestión 
ante las instancias superiores101. Por todo ello, el deber de motivación es una de las “debidas 
garantías” incluidas en el artículo 8.1 para salvaguardar el derecho a un debido proceso. 
 

c. Presunción de inocencia. 
 
Caso Petro Urrego Vs. Colombia 
 
125. Asimismo, la Corte ha indicado que, como fundamento de las garantías judiciales102, 
el principio de presunción de inocencia implica que el imputado goza de un estado jurídico 
de inocencia o no culpabilidad mientras se resuelve acerca de su responsabilidad103 y que 
no recae en él demostrar que no ha cometido la falta que se le atribuye pues el onus 

 
95 Caso Baena Ricardo y otros Vs. Panamá. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 de febrero de 2001. 
Serie C No. 72, párr. 126, y Caso Chocrón Chocrón Vs. Venezuela, supra, párr. 115. 
96 Cfr. Caso del Tribunal Constitucional Vs. Perú, supra, párr. 71, y Caso Chocrón Chocrón Vs. Venezuela, supra, 
párr. 115. 
97 Cfr. Caso del Tribunal Constitucional Vs. Perú, supra, párr. 69, y Caso Girón y otro Vs. Guatemala. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 15 de octubre de 2019. Serie C No. 390, párr. 95. 
98 Cfr. Caso Apitz Barbera y otros (“Corte Primera de lo Contencioso Administrativo”) Vs. Venezuela, supra, párr. 
77 y Caso López y otros Vs. Argentina. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
25 de noviembre de 2019. Serie C No. 396, párr. 214. 
99 Cfr. Caso Yatama Vs. Nicaragua, Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 
de junio de 2005. Serie C No. 127, párr. 152, y Caso López y otros Vs. Argentina, supra, párr. 214. 
100 Cfr. Caso Claude Reyes y otros Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de septiembre de 
2006. Serie C No. 151, párr. 122 y Caso Hernández Vs. Argentina. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 22 de noviembre de 2019. Serie C No. 395, párr. 137. 
101 Cfr. Caso Apitz Barbera y otros (“Corte Primera de lo Contencioso Administrativo”) Vs. Venezuela, supra, 
párr. 78 y Caso Rico Vs. Argentina, supra, párr. 75. 
102 Cfr. Caso Suárez Rosero Vs. Ecuador. Fondo. Sentencia de 12 de noviembre de 1997. Serie C No. 35, párr. 
77, y Caso Rodríguez Revolorio y Otros Vs. Guatemala, supra, párr. 109. 
103 CfrCfr. Caso Suárez Rosero Vs. Ecuador. Fondo, supra, párrs. 76 y 77, y Caso Rodríguez Revolorio y Otros 
Vs. Guatemala, supra, párr. 109. 



probandi corresponde a quien acusa104. La presunción de inocencia guarda un vínculo 
estrecho con la imparcialidad en la medida en que implica que los juzgadores no inicien el 
proceso con una idea preconcebida de que el acusado ha cometido el delito que se le 
imputa105. De tal suerte, esta garantía se vulnera si antes de que el acusado sea encontrado 
culpable una decisión judicial a él concerniente refleja que lo es106. Además, el Tribunal ha 
señalado que la institución de la recusación tiene como finalidad actuar como garantía para 
las partes en el proceso, y por el otro, busca otorgar credibilidad a la función que desarrolla 
la jurisdicción107.  

 
d. Derecho a contar con una comunicación previa y detallada de la 

acusación. 
 

Caso Urrutia Laubreaux Vs. Chile 
 
113. El derecho a contar con comunicación previa y detallada de la acusación en materia 
penal contempla que debe realizarse una descripción material de la conducta imputada que 
contenga los datos fácticos recogidos en la acusación, que constituyen la referencia 
indispensable para el ejercicio de la defensa del imputado y la consecuente consideración 
del juzgador en la sentencia. De ahí que el acusado tenga derecho a conocer, a través de 
una descripción clara, detallada y precisa, los hechos que se le imputan108. Como parte de 
las garantías mínimas establecidas en el artículo 8.2 de la Convención, el derecho a contar 
con comunicación previa y detallada de la acusación se aplica tanto en materia penal como 
en los otros órdenes señalados en el artículo 8.1 de la Convención, a pesar de que la 
exigencia en los otros órdenes puede ser de otra intensidad o naturaleza109. Ahora bien, 
cuando se trata de un proceso disciplinario sancionatorio el alcance de esta garantía puede 
ser entendido de manera diversa, pero en todo caso implica que se ponga en conocimiento 
del sujeto disciplinable cuales son las conductas infractoras del régimen disciplinario que se 
le imputan110. 

 
e. Plazo razonable. 

 
Caso Olivares Muñoz y otros Vs. Venezuela 
 

 
104 Cfr. Caso Ricardo Canese vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2004. 
Serie C No. 111, párr. 154, y Caso Valenzuela Ávila Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 11 de octubre de 2019. Serie C No. 386, párr. 113.  
105 Cfr. Caso Cabrera García y Montiel Flores Vs. México, supra, párr. 184, y Caso Rodríguez Revolorio y Otros 
Vs. Guatemala, supra, párr. 109. 
106 Cfr. Caso Ricardo Canese vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2004. 
Serie C No. 111, párr. 154, y Caso López Mendoza Vs. Venezuela, supra, párr. 128. 
107 Cfr. Caso Apitz Barbera y otros (“Corte Primera de lo Contencioso Administrativo”) Vs. Venezuela, supra, 
párrs. 63-64; Caso Acosta y otros Vs. Nicaragua. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 25 de marzo de 2017. Serie C No. 334, párr. 172, y Caso Rico Vs. Argentina, supra, párr. 70. 
108 Caso Fermín Ramírez Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de junio de 2005. Serie 
C No. 126, párr. 67, y Caso Maldonado Ordóñez Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y 
Costas, supra, párr. 80. 
109 Caso Maldonado Ordóñez Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas, supra, párr. 
80. 
110 Caso Maldonado Ordóñez Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas, supra, párr. 
80. 



123. Por otro lado, el Tribunal ha establecido en su jurisprudencia constante que una 
demora prolongada en el proceso puede llegar a constituir, por sí misma, una violación a 
las garantías judiciales111. El Tribunal ha establecido que la evaluación del plazo razonable 
se debe analizar en cada caso concreto, en relación con la duración total del proceso, lo 
cual podría también incluir la ejecución de la sentencia definitiva. Así, ha considerado cuatro 
elementos para analizar si se cumplió con la garantía del plazo razonable, a saber: a) la 
complejidad del asunto112; b) la actividad procesal del interesado113; c) la conducta de las 
autoridades judiciales114, y d) la afectación generada en la situación jurídica de la presunta 
víctima115. La Corte recuerda que corresponde al Estado justificar, con fundamento en los 
criterios señalados, la razón por la cual ha requerido del tiempo transcurrido para tratar los 
casos y, en la eventualidad de que este no lo demuestre, la Corte tiene amplias atribuciones 
para hacer su propia estimación al respecto116. El Tribunal reitera, además, que se debe 
apreciar la duración total del proceso, desde el primer acto procesal hasta que se dicte la 
sentencia definitiva, incluyendo los recursos de instancia que pudieran eventualmente 
presentarse117. 
 

f. Derecho a la defensa. 
 

Caso Petro Urrego Vs. Colombia 
 

 
111 Cfr. Caso Hilaire, Constantine y Benjamin y otros Vs. Trinidad y Tobago. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 21 de junio de 2002. Serie C No. 94, párr. 145, y Caso Noguera y otra Vs. Paraguay, párr. 83, y 
Caso de los Empleados de la Fábrica de Fuegos de Santo Antônio de Jesus Vs. Brasil, párr. 222. 
112 En cuanto al análisis de la complejidad del asunto, la Corte ha tenido en cuenta, entre otros criterios, la 
complejidad de la prueba, la pluralidad de sujetos procesales o la cantidad de víctimas, el tiempo transcurrido 
desde que se tuvo noticia del hecho que debe ser investigado, las características del recurso contenido en la 
legislación interna y el contexto en el que ocurrió la violación. Cfr. Caso Genie Lacayo Vs. Nicaragua. Excepciones 
Preliminares. Sentencia de 27 de enero de 1995. Serie C No. 21, párr. 78, y Caso de los Empleados de la Fábrica 
de Fuegos de Santo Antônio de Jesus Vs. Brasil, supra, párr. 225. 
113 Respecto de la actividad del interesado en obtener justicia, la Corte ha tomado en consideración si la 
conducta procesal de este ha contribuido en algún grado a prolongar indebidamente la duración del proceso. 
Cfr. Caso Cantos Vs. Argentina. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de noviembre de 2002. Serie C 
No. 97, párr. 57; Caso Noguera y otra Vs. Paraguay, supra, párr. 83, y Caso de los Empleados de la Fábrica de 
Fuegos de Santo Antônio de Jesus Vs. Brasil, supra, párr. 223. 
114 La Corte ha entendido que para lograr plenamente la efectividad de la sentencia las autoridades judiciales 
deben actuar con celeridad y sin demora, debido a que el principio de tutela judicial efectiva requiere que los 
procedimientos de ejecución sean llevados a cabo sin obstáculos o demoras indebidas, a fin de que alcancen 
su objetivo de manera rápida, sencilla e integral. Cfr. Caso Mejía Idrovo Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 5 de julio de 2011. Serie C No. 228, párr. 106, y Caso de los 
Empleados de la Fábrica de Fuegos de Santo Antônio de Jesus Vs. Brasil, supra, párr. 223 
115 En cuanto a la afectación generada en la situación jurídica de la presunta víctima, la Corte ha afirmado que 
para determinar la razonabilidad del plazo se debe tomar en cuenta la afectación generada por la duración del 
procedimiento en la situación jurídica de la persona involucrada, considerando, entre otros elementos, la materia 
de la controversia. Cfr. Caso Asociación Nacional de Cesantes y Jubilados de la Superintendencia Nacional de 
Administración Tributaria (ANCEJUB-SUNAT) Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 21 de noviembre de 2019. Serie C No. 394, párr. 148, y Caso de los Empleados de la Fábrica de 
Fuegos de Santo Antônio de Jesus Vs. Brasil, supra, párr. 223. 
116 Cfr. Caso Anzualdo Castro Vs. Perú. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 
de septiembre de 2009. Serie C No. 202, párr. 156, y Caso de los Empleados de la Fábrica de Fuegos de Santo 
Antônio de Jesus Vs. Brasil, supra, párr. 224. 
117 Cfr. Caso Suárez Rosero Vs. Ecuador. Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de enero de 1999. Serie C No. 
44, párr. 71, y Caso de los Empleados de la Fábrica de Fuegos de Santo Antônio de Jesus Vs. Brasil, supra, 
párr. 222. 



131. En lo que respecta a los alegatos de los representantes sobre la violación del derecho 
a la defensa, el Tribunal observa que, si bien el señor Petro participó activamente en las 
diferentes fases del proceso disciplinario, y que en su curso se le ofrecieron oportunidades 
para la presentación de alegatos y pruebas, el hecho de que la Sala Disciplinaria no actuara 
con imparcialidad implicó una violación a su derecho a la defensa. La Corte recuerda que 
el derecho a la defensa debe poder ejercerse desde que se señala a una persona como 
posible autor o partícipe de un hecho punible y sólo culmina cuando finaliza el proceso. 
Impedir que la persona ejerza su derecho de defensa es potenciar los poderes investigativos 
del Estado en desmedro de los derechos fundamentales de la persona investigada. El 
derecho a la defensa obliga al Estado a tratar al individuo en todo momento como un 
verdadero sujeto del proceso, en el más amplio sentido de este concepto, y no simplemente 
como objeto del mismo118. 
 

g. El deber de investigar. 
 
Caso Olivares Muñoz y otros Vs. Venezuela 
 
120. El Tribunal también ha señalado que el deber de investigar es una obligación de medios 
y no de resultados, que debe ser asumida por el Estado como un deber jurídico propio y no 
como una simple formalidad condenada de antemano a ser infructuosa, o como una mera 
gestión de intereses particulares, que dependa de la iniciativa procesal de las víctimas o de 
sus familiares o de la aportación privada de elementos probatorios119. En tal sentido, se ha 
indicado que para que una investigación sea efectiva en los términos de la Convención, 
debe llevarse a cabo con la debida diligencia, la cual exige que el órgano que investiga lleve 
a cabo todas aquellas actuaciones y averiguaciones necesarias para procurar el resultado 
que se persigue120. De esa cuenta, en aras de garantizar la efectividad de la investigación 
se debe evitar omisiones en la recaudación de prueba y en el seguimiento de líneas lógicas 
de investigación121. 
 
121. Asimismo, este Tribunal ha considerado que la eficiente determinación de la verdad 
en el marco de la obligación de investigar una posible muerte, debe mostrarse desde las 
primeras diligencias con toda acuciosidad122. En tal sentido, ha especificado que las 
autoridades estatales que conducen una investigación de este tipo deben intentar como 

 
118 Cfr. Caso López Mendoza Vs. Venezuela, supra, párr. 117, y Caso López y otros Vs. Argentina, supra, párr. 
206.  
119 Cfr. Caso Velásquez Rodríguez Vs. Honduras. Fondo, supra, párr. 177, y Caso Noguera y otra Vs. Paraguay, 
supra, párr. 81. 
120 Cfr. Caso de las Hermanas Serrano Cruz Vs. El Salvador. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 de 
marzo de 2005. Serie C No. 120, párr. 83, y Caso Noguera y otra Vs. Paraguay, supra, párr. 81 
121 Cfr. Caso de las Hermanas Serrano Cruz Vs. El Salvador, supra, párrs. 88 y 105, y Caso Noguera y otra Vs. 
Paraguay, supra, párr. 82. 
122 La jurisprudencia del Tribunal ha especificado los principios rectores que es preciso observar en una 
investigación cuando se está frente a una muerte violenta, para lo cual ha recurrido al contenido del Manual 
sobre la Prevención e Investigación Efectiva de Ejecuciones Extrajudiciales, Arbitrarias y Sumarias de Naciones 
Unidas (Protocolo de Minnesota), poniendo de relieve el deber de realizar algunas diligencias mínimas e 
indispensables para la conservación de los elementos de prueba y evidencias que puedan contribuir al éxito de 
la investigación. Cfr. Caso Juan Humberto Sánchez Vs. Honduras. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 7 de junio de 2003. Serie C No. 99, párr. 127; Caso Velásquez Paiz y otros Vs. Guatemala. 
Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de noviembre de 2015. Serie C No. 
307, párr. 150, y Caso Ruiz Fuentes y otra Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 10 de octubre de 2019. Serie C No. 385, párr. 180. 



mínimo, inter alia: a) identificar a la víctima; b) recuperar y preservar el material probatorio 
relacionado con la muerte, con el fin de ayudar en cualquier potencial investigación penal 
de los responsables; c) identificar posibles testigos y obtener sus declaraciones en relación 
con la muerte que se investiga; d) determinar la causa, forma, lugar y momento de la 
muerte, así como cualquier patrón o práctica que pueda haber causado la muerte, y e) 
distinguir entre muerte natural, muerte accidental, suicidio y homicidio. Además, es 
necesario investigar exhaustivamente la escena del delito, se deben realizar autopsias y 
análisis de restos humanos, en forma rigurosa, por profesionales competentes y empleando 
los procedimientos más apropiados123. 
 
122. En particular, la Corte ha indicado que cuando el Estado tenga conocimiento de que 
sus agentes de seguridad han hecho uso de armas de fuego con consecuencias letales, está 
obligado a iniciar ex officio y sin dilación, una investigación seria, independiente, imparcial 
y efectiva124. 
 

h. Derecho a recurrir del fallo ante juez o tribunal superior. 
 
Caso Valle Ambrosio y otro Vs. Argentina 
 
42. La Corte se ha referido en su jurisprudencia constante al alcance y contenido del artículo 
8.2.h de la Convención, así como a los estándares que deben ser observados para asegurar 
la garantía del derecho a recurrir el fallo ante juez o tribunal superior. El Tribunal ha 
entendido que dicho derecho consiste en una garantía mínima y primordial que “se debe 
respetar en el marco del debido proceso legal, en aras de permitir que una sentencia 
adversa pueda ser revisada por un juez o tribunal distinto y de superior jerarquía […]”125. 
Teniendo en cuenta que las garantías judiciales buscan que quien esté incurso en un 
proceso no sea sometido a decisiones arbitrarias, la Corte ha interpretado que el derecho 
a recurrir el fallo no puede ser efectivo si no se garantiza respecto de todo aquél que es 
condenado126, ya que la condena es la manifestación del ejercicio del poder punitivo del 
Estado127. La Corte ha considerado el derecho a recurrir el fallo como una de las garantías 
mínimas que tiene toda persona que es sometida a una investigación y proceso penal128. 
 
43. Además, el Tribunal ha sostenido que el artículo 8.2.h de la Convención se refiere a un 
recurso ordinario, accesible y eficaz, es decir, que no debe requerir mayores complejidades 
que tornen ilusorio este derecho. En ese sentido, las formalidades requeridas para que el 
recurso sea admitido deben ser mínimas y no deben constituir un obstáculo para que 

 
123 Cfr. Caso Juan Humberto Sánchez Vs. Honduras, supra, párr. 127, y Caso Ruiz Fuentes y otra Vs. Guatemala, 
supra, párr. 178. 
124 Cfr. Caso Zambrano Vélez y otros Vs. Ecuador, supra, párr. 88, y Caso Valencia Hinojosa Vs. Ecuador, supra, 
párr. 131. 
125 Cfr. Caso Herrera Ulloa Vs. Costa Rica. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 2 de julio de 2004. Serie C No. 107, párr. 158, y Caso Gorigoitía Vs. Argentina. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 de septiembre de 2019. Serie C No. 382, párr. 47. 
126 Cfr. Caso Mohamed Vs. Argentina. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 
noviembre de 2012. Serie C No. 255, párrs. 92 y 93, y Caso Gorigoitía Vs. Argentina, supra, párr. 47. 
127 Cfr. Caso Baena Ricardo y otros Vs. Panamá. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 de febrero de 
2001. Serie C No. 72, párr. 107, y Caso Montesinos Mejía Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de enero de 2020, párr. 175. 
128 Cfr. Caso Zegarra Marín Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 15 
de febrero de 2017. Serie C No. 331, párr. 171, y Caso Montesinos Mejía Vs. Ecuador, supra, párr. 176. 



cumpla con su fin de examinar y resolver los agravios sustentados por el recurrente, es 
decir que debe procurar resultados o respuestas al fin para el cual fue concebido. Debe 
entenderse que, independientemente del régimen o sistema recursivo que adopten los 
Estados Partes, y de la denominación que den al medio de impugnación de la sentencia 
condenatoria, para que éste sea eficaz debe constituir un medio adecuado para procurar la 
corrección de una condena errónea. Ello requiere que pueda analizar las cuestiones fácticas, 
probatorias y jurídicas en que se basa la sentencia impugnada, puesto que en la actividad 
jurisdiccional existe una interdependencia entre las determinaciones fácticas y la aplicación 
del derecho, de forma tal que una errónea determinación de los hechos implica una errada 
o indebida aplicación del derecho. Consecuentemente, las causales de procedencia del 
recurso deben posibilitar un control amplio de los aspectos impugnados de la sentencia 
condenatoria129. 
 

i. Derecho a juez imparcial e independiente.  
 

Caso Martínez Esquivia Vs. Colombia 
 
84. Esta Corte ha precisado que los jueces cuentan con garantías específicas debido a la 
independencia necesaria del Poder Judicial, lo cual se ha entendido como “esencial para el 
ejercicio de la función judicial”130. En tal sentido, este Tribunal ha afirmado que uno de los 
objetivos principales que tiene la separación de los poderes públicos es la garantía de la 
independencia judicial131. Dicho ejercicio autónomo debe ser garantizado por el Estado 
tanto en su faceta institucional, esto es, en relación con el Poder Judicial como sistema, 
como en su vertiente individual, es decir, con relación a la persona del juez específico. En 
todo caso, el objetivo de la protección radica en evitar que el sistema judicial en general y 
sus integrantes en particular, se vean sometidos a posibles restricciones indebidas en el 
ejercicio de su función por parte de órganos ajenos al Poder Judicial o incluso por parte de 
quienes ejercen funciones de revisión o apelación132. 
 
85. Asimismo, el Tribunal ha señalado que de la independencia judicial derivan las garantías 
a un adecuado proceso de nombramiento, a la inamovilidad en el cargo y a la garantía 
contra presiones externas133. En cuanto a la garantía de estabilidad e inamovilidad de jueces 
y juezas, la Corte ha considerado que implica lo siguiente: a) la separación del cargo debe 
obedecer exclusivamente a las causales permitidas, ya sea por medio de un proceso que 
cumpla con las garantías judiciales o porque se ha cumplido el término o período de su 
mandato; b) los jueces y juezas solo pueden ser destituidos por faltas de disciplina graves 
o incompetencia, y c) todo proceso seguido contra jueces o juezas deberá resolverse de 

 
129 Cfr. Caso Herrera Ulloa Vs. Costa Rica, supra, párrs. 161, 164 y 165, y Caso Ruiz Fuentes y otra Vs. 
Guatemala. Excepción Preliminar Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 10 de octubre de 2019, párr. 158. 
130 Cfr. Caso Reverón Trujillo Vs. Venezuela. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
30 de junio de 2009. Serie C No. 197, párr. 67, y Caso Rico Vs. Argentina. Excepción Preliminar y Fondo. 
Sentencia de 2 de septiembre de 2019. Serie C No. 383, párr. 52. 
131 Cfr. Caso del Tribunal Constitucional Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de enero de 
2001. Serie C No. 71, párr. 73, y Caso Rico Vs. Argentina, supra, párr. 53. 
132 Cfr. Caso Apitz Barbera y otros (“Corte Primera de lo Contencioso Administrativo”) Vs. Venezuela. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 5 de agosto de 2008. Serie C No. 182, párr. 55, y y 
Caso Rico Vs. Argentina, supra, párr. 53. 
133 Cfr. Caso del Tribunal Constitucional Vs. Perú, supra, párr. 75, y Caso Rico Vs. Argentina, supra, párr. 52. 



acuerdo con las normas de comportamiento judicial establecidas y mediante procedimientos 
justos que aseguren la objetividad e imparcialidad según la Constitución o la ley134. 
 
Caso Urrutia Laubreaux Vs. Chile 
 
104. Adicionalmente, en casos de procesos disciplinarios en contra de jueces, la 
jurisprudencia de la Corte ha señalado que el alcance de las garantías judiciales y de la 
protección judicial efectiva para los jueces debe ser analizado en relación con los estándares 
sobre independencia judicial. En el caso Reverón Trujillo vs. Venezuela, la Corte precisó que 
los jueces, a diferencia de los demás funcionarios públicos, cuentan con garantías 
específicas debido a la independencia necesaria del Poder Judicial, lo cual la Corte ha 
entendido como “esencial para el ejercicio de la función judicial”135.  
 
106. Respecto a la garantía contra presiones externas, la Corte ha señalado que el Estado 
debe abstenerse de realizar injerencias indebidas en el Poder Judicial o en sus integrantes 
y adoptar acciones para evitar que tales injerencias sean cometidas por personas u órganos 
ajenos al poder judicial136. En ese sentido, la Corte ha notado que “los Principios Básicos de 
Naciones Unidas [relativos a la Independencia de la Judicatura] disponen que los jueces 
resolverán los asuntos que conozcan […] sin restricción alguna y sin influencias, alicientes, 
presiones, amenazas o intromisiones indebidas, sean directas o indirectas, de cualesquiera 
sectores o por cualquier motivo’”137. De igual modo, “dichos Principios establecen que ‘[n]o 
se efectuarán intromisiones indebidas o injustificadas en el proceso judicial’”138. 
 
107. Esta independencia no sólo es la externa y propia del Poder Judicial de un Estado 
democrático, sino también la independencia interna del juez. En este sentido el Estatuto 
del Juez Iberoamericano señala:  
 

Artículo 4. Independencia interna: En el ejercicio de la jurisdicción, los jueces no se 
encuentran sometidos a autoridades judiciales superiores, sin perjuicio de la facultad de 
éstas de revisar las decisiones jurisdiccionales a través de los recursos legalmente 
establecidos, y de la fuerza que cada ordenamiento nacional atribuya a la jurisprudencia a 
los precedentes emanados de las Cortes Suprema y Tribunales Supremos139. 

 
108. En seguimiento de lo anterior, los Estados deben adoptar las medidas adecuadas para 
garantizar que los procesos disciplinarios no sean utilizados de forma abusiva o arbitraria, 

 
134 Cfr. Caso Reverón Trujillo Vs. Venezuela, supra, párr. 77, y Caso Rico Vs. Argentina, supra, párr. 55. 
135 Cfr. Caso Reverón Trujillo Vs. Venezuela. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
30 de junio de 2009. Serie C No. 197, párr. 67, y Caso Rico Vs. Argentina. Excepción Preliminar y Fondo, supra, 
párr. 52. 
136 Cfr. Caso Villaseñor Velarde y otros Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas, supra, párr. 84, y Caso 
Rico Vs. Argentina. Excepción Preliminar y Fondo, supra, párr. 67. 
137 Cfr. Caso López Lone y otros Vs. Honduras. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas, supra, párr. 
197, y Caso Villaseñor Velarde y otros Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas, supra, párr. 84. (la 
referencia es al Principio 2 de los Principios Básicos de las Naciones Unidas relativos a la Independencia de la 
Judicatura). 
138 Cfr. Caso Reverón Trujillo Vs. Venezuela. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas, supra, párr. 
80, y Caso Villaseñor Velarde y otros Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas, supra, párr. 84. 
139 Cumbre Iberoamericana de Presidentes de Cortes Supremas. Estatuto del Juez Iberoamericano. Aprobado 
en la VI Cumbre celebrada en Santa Cruz de Tenerife, Canarias, España, los días 23, 24 y 25 de mayo de 2001, 
artículo 4. 



lo cual afectaría la independencia de los mismos140. Sobre este punto, la Observación 
General No. 32 del Comité de Derechos Humanos señala que:  
 

Los Estados deben adoptar medidas concretas que garanticen la independencia del poder 
judicial, y proteger a los jueces de toda forma de influencia política en la adopción de 
decisiones por medio de la Constitución o la aprobación de leyes que establezcan 
procedimientos claros y criterios objetivos para el nombramiento, la remuneración, el 
mandato, la promoción, la suspensión y la destitución, y las sanciones disciplinarias en 
relación con los miembros de la judicatura141. 

 
109. En este sentido, los Principios Básicos establecen que:  
 

17. Toda acusación o queja formulada contra un juez por su actuación judicial y profesional 
se tramitará con prontitud e imparcialidad con arreglo al procedimiento pertinente. El juez 
tendrá derecho a ser oído imparcialmente. En esa etapa inicial, el examen de la cuestión 
será confidencial, a menos que el juez solicite lo contrario.  
18. Los jueces sólo podrán ser suspendidos o separados de sus cargos por incapacidad o 
comportamiento que los inhabilite para seguir desempeñando sus funciones  
19. Todo procedimiento para la adopción de medidas disciplinarias, la suspensión o la 
separación del cargo se resolverá de acuerdo con las normas establecidas de 
comportamiento judicial142. 

 
110. De la misma forma, el Estatuto del Juez Iberoamericano señala que “[l]a 
responsabilidad disciplinaria de los jueces será competencia de los órganos del Poder 
Judicial legalmente establecidos, mediante procedimientos que garanticen el respeto del 
debido proceso y, en particular, el de los derechos de audiencia, defensa, contradicción y 
recursos legales que correspondan”143. 
 
118. El artículo 8.1 de la Convención Americana establece que “[t]oda persona tiene 
derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable, por un juez 
o tribunal competente, independiente e imparcial”. La garantía de imparcialidad exige que 
el juez que interviene en una contienda particular se aproxime a los hechos de la causa 
careciendo, de manera subjetiva, de todo prejuicio y, asimismo, ofreciendo garantías 
suficientes de índole objetiva que permitan desterrar toda duda que el justiciable o la 
comunidad puedan albergar respecto de la ausencia de imparcialidad144. En este sentido, 
esta garantía implica que los integrantes del tribunal no tengan un interés directo, una 
posición tomada, una preferencia por alguna de las partes y que no se encuentren 
involucrados en la controversia y que inspiren la confianza necesaria a las partes en el caso, 
así como a los ciudadanos en una sociedad democrática. La imparcialidad personal o 
subjetiva se presume, a menos que exista prueba en contrario, consistente, por ejemplo, 
en la demostración de que algún miembro de un tribunal o juez guarda prejuicios o 

 
140 Mutatis mutandi, TEDH, Oleksander Volkov Vs. Ucrania, No. 21722/11 [Quinta Sección]. Sentencia del 9 de 
enero de 2013, párr. 199. 
141 Cfr. Comité de Derechos Humanos. Observación General No. 32, Artículo 14: El Derecho a un Juicio Imparcial 
y a la Igualdad ante los Tribunales y Cortes de Justicia, CCPR/C/GC/32, 23 de agosto de 2007, párr. 19. 
142 Principios 17, 18 y 19 de los Principios Básicos de las Naciones Unidas. 
143 Cumbre Iberoamericana de Presidentes de Cortes Supremas. Estatuto del Juez Iberoamericano, supra, 
artículo 20. 
144 Cfr. Caso Apitz Barbera y otros (“Corte Primera de lo Contencioso Administrativo”) Vs. Venezuela. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas, supra, párr. 56, y Caso Petro Urrego Vs. Colombia. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas, supra, párr. 124. 



parcialidades de índole personal contra los litigantes. Por su parte, la denominada 
imparcialidad objetiva involucra la determinación de si la autoridad judicial cuestionada 
brindó elementos convincentes que permitan eliminar temores legítimos o fundadas 
sospechas de parcialidad sobre su persona145. La garantía de imparcialidad es aplicable a 
los procesos disciplinarios llevados a cabo en contra de jueces146. 
 
Caso Petro Urrego Vs. Colombia 
 
124. El Tribunal ha señalado que el derecho a ser juzgado por un juez o tribunal imparcial 
es una garantía fundamental del debido proceso que permite que los tribunales inspiren la 
confianza necesaria a las partes en el caso, así como a los ciudadanos en una sociedad 
democrática147. Esto implica que se debe garantizar que el juez o tribunal en el ejercicio de 
su función como juzgador cuente con la mayor objetividad para enfrentar el juicio148 y se 
aproxime a los hechos de la causa careciendo de todo prejuicio y ofreciendo garantías 
suficientes de índole objetiva149 que permitan desterrar toda duda que el justiciable o la 
comunidad puedan albergar respecto de la ausencia de imparcialidad150. Así, la 
imparcialidad del tribunal comporta que sus integrantes no tengan un interés directo, 
posición predefinida ni preferencia por alguna de las partes y que no se encuentren 
involucrados en la controversia151, sino que actúen única y exclusivamente conforme a -y 
movidos por- el derecho152. 

 
j. Independencia en la labor investigativa. 

 
Caso Casa Nina Vs. Perú 
 
70. En tal sentido, en lo que respecta a la función específica de las y los fiscales, este 
Tribunal se ha referido en distintas oportunidades a la necesidad de que en lo que concierne 
a violaciones a los derechos humanos y, en general, en el ámbito penal, los Estados 
garanticen una investigación independiente y objetiva153, habiendo enfatizado que las 

 
145 Cfr. Caso Apitz Barbera y otros (“Corte Primera de lo Contencioso Administrativo”) Vs. Venezuela. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas, supra, párr. 56, y Caso Rico Vs. Argentina. Excepción Preliminar y 
Fondo, supra, párr. 70. 
146 Cfr. Caso del Tribunal Constitucional Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas, supra, párr. 78, y Caso del 
Tribunal Constitucional (Camba Campos y otros) Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 28 de agosto de 2013. Serie C No. 268, párr. 168. 
147 Cfr. Caso Herrera Ulloa Vs. Costa Rica. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 2 de julio de 2004. Serie C No. 107, párr. 171, y Caso Rosadio Villavicencio Vs. Perú, supra, párr. 186.  
148 Cfr. Caso Herrera Ulloa Vs. Costa Rica, supra, párr. 171, y Caso Rosadio Villavicencio Vs. Perú, supra, párr. 
186. 
149 Cfr. Caso Herrera Ulloa Vs. Costa Rica, supra, párr. 171, y Caso Rosadio Villavicencio Vs. Perú, supra, párr. 
186. 
150 Cfr. Caso Caso Apitz Barbera y otros (“Corte Primera de lo Contencioso Administrativo”) Vs. Venezuela. 
Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 5 de agosto de 2008. Serie C No. 182, párr. 
56, y Caso Rico Vs. Argentina. Excepción Preliminar y Fondo. Sentencia de 2 de septiembre de 2019. Serie C 
No. 383, párr. 70. 
151 Cfr. Caso Palamara Iribarne Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de noviembre de 2005. 
Serie C No. 135, párr. 146, y Caso Rosadio Villavicencio Vs. Perú, supra, párr. 186. 
152 Cfr. Caso Apitz Barbera y otros (“Corte Primera de lo Contencioso Administrativo”) Vs. Venezuela, supra, 
párr. 56, y Caso Rosadio Villavicencio Vs. Perú, supra, párr. 186. 
153 Cfr. inter alia, Caso Bueno Alves Vs. Argentina. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 11 de mayo de 
2007. Serie C No. 164, párr. 108; Caso Isaza Uribe y otros Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. 



autoridades a cargo de la investigación deben gozar de independencia, de jure y de facto, 
lo que requiere “no sólo independencia jerárquica o institucional, sino también 
independencia real”154. 
 
71. Asimismo, el Tribunal ha señalado que las exigencias del debido proceso previstas en 
el artículo 8.1 de la Convención, así como criterios de independencia y objetividad, se 
extienden también a los órganos a los que corresponda la investigación previa al proceso 
judicial, realizada para determinar la existencia de suficientes indicios para el ejercicio de 
la acción penal, de manera que sin la observancia de tales exigencias el Estado estará 
imposibilitado de ejercer de manera efectiva y eficiente su facultad acusatoria y los 
tribunales no podrán llevar a cabo el proceso judicial correspondiente155.  
 
72. A partir de lo indicado, la Corte considera que las garantías a un adecuado 
nombramiento, a la inamovilidad en el cargo y a ser protegidos contra presiones externas 
también amparan la labor de las y los fiscales. De otro modo, se pondrían en riesgo la 
independencia y la objetividad que son exigibles en su función como principios dirigidos a 
asegurar que las investigaciones efectuadas y las pretensiones formuladas ante los órganos 
jurisdiccionales se dirijan exclusivamente a la realización de la justicia en el caso concreto, 
en coherencia con los alcances del artículo 8 de la Convención. A ese respecto, cabe agregar 
que la Corte ha precisado que la falta de garantía de inamovilidad de las y los fiscales, al 
hacerlos vulnerables frente a represalias por las decisiones que asuman, conlleva violación 
a la independencia que garantiza, precisamente, el artículo 8.1 de la Convención156. 
 
73. El criterio expresado encuentra respaldo, además, en diversos instrumentos y 
pronunciamientos en el ámbito internacional. En efecto, las Directrices de las Naciones 
Unidas sobre la función de los fiscales establecen la obligación de los Estados de garantizar 
“que los fiscales puedan ejercer sus funciones profesionales sin intimidación, trabas, 

 
Sentencia de 20 de noviembre de 2018. Serie C No. 363, párr. 150, y Caso Martínez Esquivia Vs. Colombia, 
supra, párr. 86. También se refieren a tales exigencias, entre otros, los siguientes instrumentos: Convención 
contra la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, 1984, artículo 12; Convención 
Interamericana para prevenir y sancionar la tortura, 1985, artículo 8; Convención de las Naciones Unidas contra 
la corrupción, 2003, artículo 11.2, y Convención Internacional para la protección de todas las personas contra 
las desapariciones forzadas, 2006, artículo 12. Véase también: Principios relativos a una eficaz prevención e 
investigación de las ejecuciones extralegales, arbitrarias o sumarias, Recomendada por el Consejo Económico 
y Social de la Organización de las Naciones Unidas en su Resolución 1989/65, de 24 de mayo de 1989, principio 
9; Principios relativos a la investigación y documentación eficaces de la tortura y otros tratos o penas crueles, 
inhumanos o degradantes, Adoptados por la Asamblea General en su Resolución 55/89 Anexo, de 4 de diciembre 
de 2000, principio 2, y Comité contra la Tortura, Observación General No. 2, Aplicación del artículo 2 por los 
Estados Partes, CAT/C/GC/2, 24 de enero de 2008, párr. 26. 
154 Cfr. Caso Baldeón García Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 6 de abril de 2006. Serie C 
No. 147, párr. 95; Caso Montero Aranguren y otros (Retén de Catia) Vs. Venezuela. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 5 de julio de 2006. Serie C No. 150, párr. 81, y Caso Martínez Esquivia Vs. 
Colombia, supra, párr. 86. 
155 Cfr. Caso Cantoral Huamaní y García Santa Cruz Vs. Perú. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 10 de julio de 2007. Serie C No. 167, párr. 133; Caso J. Vs. Perú. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de noviembre de 2013. Serie C No. 275, párr. 182, y Caso 
Martínez Esquivia Vs. Colombia, supra, párr. 87. 
156 Cfr. Caso Valencia Hinojosa y otra Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 29 de noviembre de 2016. Serie C No. 327, párrs. 110 y 119, y Caso Martínez Esquivia Vs. 
Colombia, supra, párr. 88. 



hostigamiento, injerencias indebidas o riesgo injustificado de incurrir en responsabilidad 
civil, penal o de otra índole”157. 
 
78. Cabe hacer notar que las y los fiscales desempeñan funciones de operadores de justicia 
y, en tal carácter, si bien no son jueces, requieren gozar de garantías de estabilidad laboral, 
entre otras, como condición elemental de su independencia para el debido cumplimiento 
de sus funciones procesales158. 
 
80. En todo caso, resulta necesario señalar que la independencia de las y los fiscales no 
supone un determinado modelo de arreglo institucional a nivel constitucional o legal, tanto 
por la posición que se haya reconocida a la fiscalía, Ministerio Público o cualquier otra 
denominación utilizada en el ordenamiento interno de cada Estado, como por la 
organización y relaciones internas de tales instituciones159, en el entendido que, sin perjuicio 
de lo anterior, la independencia que se reconoce a las y los fiscales configura la garantía 
de que no serán objeto de presiones políticas o injerencias indebidas en su actuación, ni de 
represalias por las decisiones que objetivamente hayan asumido, lo que exige, 

 
157 Cfr. Directrices sobre la función de los fiscales, adoptadas por el Octavo Congreso de las Naciones Unidas 
sobre Prevención del Delito y Tratamiento del Delincuente, celebrado en La Habana, Cuba, del 27 de agosto al 
7 de septiembre de 1990, Doc. ONU A/CONF.144/28/Rev. 1 p. 189 (1990), directriz 4. Véase también: Comisión 
de las Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Justicia Penal, Fortalecimiento del estado de derecho 
mediante el aumento de la integridad y capacidad del ministerio público (Resolución 17/2), y su anexo: Normas 
de Responsabilidad Profesional y Declaración de Derechos y Deberes Fundamentales de los Fiscales, adoptadas 
por la Asociación Internacional de Fiscales (IAP), el 23 de abril de 1999. 
158 Cfr. Caso Martínez Esquivia Vs. Colombia, supra, párr. 94. 
159 Una visión general de la regulación a nivel orgánico de las funciones que ejercen las y los fiscales en los 
Estados que han reconocido la competencia contenciosa de la Corte Interamericana permite advertir la 
clasificación siguiente: 1) Estados en los que dichas funciones son ejercidas por instituciones autónomas, cuya 
organización interna se sujeta al principio de jerarquía: (i) República Argentina, Ministerio Público Fiscal de la 
Nación (artículos 120 de la Constitución y 2 de la Ley Orgánica del Ministerio Público Fiscal de la Nación); (ii) 
Estado Plurinacional de Bolivia, Ministerio Público (artículo 225 de la Constitución); (iii) República de Chile, 
Ministerio Público (artículo 83 de la Constitución); (iv) República de El Salvador, Fiscalía General de la República 
(artículos 191 de la Constitución y 5 de la Ley Orgánica del Ministerio Público); (v) República de Guatemala, 
Ministerio Público (artículos 251 de la Constitución y 5 de la Ley Orgánica del Ministerio Público); (vi) República 
de Honduras, Ministerio Público (artículos 1 y 5 de la Ley del Ministerio Público); (vii) República de Nicaragua, 
Ministerio Público (artículos 1 y 4 de la Ley Orgánica del Ministerio Público); (viii) República de Panamá, 
Ministerio Público (artículo 140 de la Constitución); (ix) República del Paraguay, Ministerio Público (artículos 266 
de la Constitución y 6 de la Ley Orgánica del Ministerio Público); (x) República del Perú, Ministerio Público 
(artículos 158 de la Constitución y 5 de la Ley Orgánica del Ministerio Público), y (xi) República Dominicana, 
Ministerio Público (artículo 170 de la Constitución); 2) Estados en los que la institución, organizada 
jerárquicamente y con autonomía funcional, forma parte del Poder Judicial: (i) República de Colombia, Fiscalía 
General de la Nación (artículos 249 de la Constitución y 4 del Decreto Ley 016 de 2014); (ii) República de Costa 
Rica, Ministerio Público (artículo 2 de la Ley Orgánica del Ministerio Público); (iii) República del Ecuador, Fiscalía 
General del Estado (artículo 194 de la Constitución y 282 del Código Orgánico de la Función Judicial), y (iv) 
República de Surinam, Ministerio Público (artículos 133 y 146 de la Constitución); 3) Estado en el que la 
institución y sus miembros se encuentran bajo la autoridad del Poder Ejecutivo: República de Haití, Ministerio 
Público (artículo 35 de la Ley sobre el Estatuto del Poder Judicial); 4) Estados en los que existen instituciones 
autónomas y se reconoce la independencia funcional o técnica de las y los fiscales en el ejercicio de sus 
funciones: (i) República Federativa de Brasil, Ministerio Público de la Unión (artículo 127 de la Constitución), y 
(ii) Estados Unidos Mexicanos, Fiscalía General de la República (artículos 102 de la Constitución y 12 de la Ley 
Orgánica de la Fiscalía General de la República), y 5) Estado en el que las funciones son ejercidas por una 
institución descentralizada con autonomía funcional y con reconocimiento de la independencia técnica de las y 
los fiscales en el ejercicio de sus funciones: (i) República Oriental del Uruguay (artículos 1 de la Ley No. 19334 
y 5 de la Ley No. 19483). 



precisamente, la garantía de estabilidad e inamovilidad en el cargo160. Así, esta garantía 
específica de las y los fiscales, en aplicación equivalente de los mecanismos de protección 
reconocidos a las juezas y los jueces, conlleva lo siguiente: (i) que la separación del cargo 
obedezca exclusivamente a las causales permitidas, ya sea por medio de un proceso que 
cumpla con las garantías judiciales o porque se ha cumplido el término o período de su 
mandato; (ii) que las y los fiscales solo pueden ser destituidas o destituidos por faltas de 
disciplina graves o incompetencia, y (iii) que todo proceso seguido contra fiscales se 
resuelva mediante procedimientos justos, objetivos e imparciales, según la Constitución o 
la ley, pues la libre remoción de las y los fiscales fomenta la duda objetiva sobre la 
posibilidad efectiva que tienen de ejercer sus funciones sin temor a represalias161. 
 
Caso Martínez Esquivia Vs. Colombia 
 
97. La Corte reitera que no le compete definir el mejor diseño institucional para garantizar 
la independencia y objetividad de las y los fiscales162. Sin embargo, observa que los Estados 
están obligados a asegurar que las y los fiscales provisionales sean independientes y 
objetivos, por ello, deben otorgarles cierto tipo de estabilidad y permanencia en el cargo, 
en tanto la provisionalidad no equivale a libre remoción163. El Tribunal observa que la 
provisionalidad no debe significar alteración alguna del régimen de garantías para el buen 
desempeño de su función y la salvaguarda de los propios justiciables. En todo caso, la 
provisionalidad no debe extenderse indefinidamente en el tiempo y debe estar sujeta a una 
condición resolutoria, como el cumplimiento de un plazo predeterminado o la celebración y 
conclusión de un concurso público para proveer los reemplazos con carácter permanente. 
Los nombramientos provisionales deben constituir una situación de excepción y no la 
regla164.  
 
98. Lo anterior no implica una equiparación entre las personas nombradas por concurso y 
aquellas nombradas de forma provisional, ya que las segundas cuentan con un 
nombramiento limitado en el tiempo y sujeto a condición resolutoria. Sin embargo, en el 
marco de ese nombramiento y mientras no se verifique esta condición resolutoria o una 
falta disciplinaria grave, la o el fiscal provisional debe contar con las mismas garantías de 
quienes son de carrera, ya que sus funciones son idénticas y necesitan de igual protección 
ante las presiones externas.  
 

 
160 Cfr. Informe de la Relatora Especial sobre la independencia de los magistrados y abogados, Doc. ONU 
A/HRC/20/19, 7 de junio de 2012, párr. 33: “[…] En una estructura horizontal, los fiscales disfrutan por lo 
general de mayor autonomía, mientras que en una estructura jerárquica es más fácil el alineamiento de la 
aplicación y la interpretación del derecho, así como la existencia de un modo común de abordar la política de 
justicia penal, ya que habrá un impulso, en nombre de la coherencia, de asegurar que se apliquen prácticas, 
procedimientos y políticas comunes. […] A fin de mantener su autonomía en las fiscalías estructuradas 
jerárquicamente, los fiscales no deben estar obligados a obtener una aprobación para adoptar medidas en el 
ejercicio de sus funciones. […].” 
161 Cfr. Caso Martínez Esquivia Vs. Colombia, supra, párr. 96. 
162 Cfr. Mutatis mutandis, Caso Chocrón Chocrón Vs. Venezuela. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 1 de julio de 2011. Serie C No. 227, párr. 95. 
163 Cfr. Mutatis mutandis, Caso Apitz Barbera y otros (“Corte Primera de lo Contencioso Administrativo”) Vs. 
Venezuela, supra, párr. 43, y Caso Álvarez Ramos Vs. Venezuela. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 30 de agosto de 2019. Serie C No. 380, párr. 148. 
164 Cfr. Mutatis mutandis, Caso Apitz Barbera y otros (“Corte Primera de lo Contencioso Administrativo”) Vs. 
Venezuela, supra, párr. 43, y Caso Álvarez Ramos Vs. Venezuela, supra, párr. 148. 
 



99. En conclusión, la Corte considera que la separación del cargo de una o un fiscal 
provisional debe responder a las causales legalmente previstas, sean estas (i) por el 
acaecimiento de la condición resolutoria a que se sujetó la designación o nombramiento, 
como el cumplimiento de un plazo predeterminado por la celebración y conclusión de un 
concurso público de oposición a partir del cual se nombre o designe al reemplazante del o 
la fiscal provisional con carácter permanente, o (ii) por faltas disciplinarias graves o 
comprobada incompetencia, para lo cual habrá de seguirse un proceso que cumpla con las 
debidas garantías y que asegure la objetividad e imparcialidad de la decisión. 
 

k. Derecho a la protección judicial y acceso a la justicia. 
 
Caso Mota Abarullo y otros Vs. Venezuela. 
 
120. De conformidad con la Convención Americana, los Estados Partes están obligados a 
suministrar recursos judiciales efectivos a las víctimas de violaciones a los derechos 
humanos (artículo 25), que deben ser sustanciados de conformidad con las reglas del 
debido proceso legal (artículo 8.1), todo ello dentro de la obligación general, a cargo de los 
mismos Estados, de garantizar el libre y pleno ejercicio de los derechos reconocidos por la 
Convención a toda persona que se encuentre bajo su jurisdicción (artículo 1.1). El derecho 
de acceso a la justicia debe asegurar, en tiempo razonable, el derecho de las presuntas 
víctimas o sus familiares a que se haga todo lo necesario para conocer la verdad de lo 
sucedido e investigar, juzgar y, en su caso, sancionar a los eventuales responsables165 . 
 
Caso Martínez Esquivia Vs. Colombia 
 
130. Este Tribunal ha señalado que el artículo 25.1 de la Convención contempla la obligación 
de los Estados Partes de garantizar, a todas las personas bajo su jurisdicción, un recurso 
judicial sencillo, rápido, ante juez o tribunal competente y efectivo contra actos violatorios 
de sus derechos fundamentales166. En cuanto a la efectividad del recurso, la Corte ha 
establecido que para que tal recurso efectivo exista, no basta con que esté previsto por la 
Constitución o la ley o con que sea formalmente admisible, sino que se requiere que sea 
realmente idóneo para establecer si se ha incurrido en una violación a los derechos 
humanos y proveer lo necesario para remediarla. No pueden considerarse efectivos aquellos 
recursos que, por las condiciones generales del país o incluso por las circunstancias 
particulares de un caso dado, resulten ilusorios167. Ello puede ocurrir, por ejemplo, cuando 
su inutilidad haya quedado demostrada por la práctica, porque falten los medios para 
ejecutar sus decisiones o por cualquier otra situación que configure un cuadro de 
denegación de justicia. Así, el proceso debe tender a la materialización de la protección del 

 
165 Cfr. Caso Velásquez Rodríguez Vs. Honduras. Excepciones Preliminares. Sentencia de 26 de junio de 1987. 
Serie C No. 1, párr. 91; Caso Bulacio Vs. Argentina, párr. 114, y Caso de los Empleados de la Fábrica de Fuegos 
de Santo Antônio de Jesus Vs. Brasil, párr. 217. 
166 Caso Mejía Idrovo Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 5 de 
julio de 2011. Serie C No. 228, párr. 95, y Caso Noguera y otra Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 9 de marzo de 2020. Serie C No. 401, párr. 79. 
167 Cfr. Caso del Tribunal Constitucional Vs. Perú, supra, párr. 89, y Caso Colindres Schonenberg Vs. El Salvador, 
supra, párr. 101. 



derecho reconocido en el pronunciamiento judicial mediante la aplicación idónea de dicho 
pronunciamiento168. 
 

SEGUNDA PARTE: SENTENCIAS DESTACADAS. 
 

I. Uso de la fuerza por agentes estatales.  
 
Caso Roche Azaña y otros Vs. Nicaragua. 
 
53.  La cuestión estriba, por tanto, en valorar si el uso de la fuerza a la hora de intentar 
interceptar la furgoneta se realizó conforme a los estándares interamericanos en la materia. 
En este sentido, la Corte recuerda que el uso de la fuerza por parte de los cuerpos de 
seguridad estatales debe estar definido por la excepcionalidad, y debe ser planeado y 
limitado proporcionalmente por las autoridades. El Tribunal ha estimado que sólo podrá 
hacerse uso de la fuerza o de instrumentos de coerción cuando se hayan agotado y hayan 
fracasado todos los demás medios de control169. En los casos en los que resulte imperioso 
el uso de la fuerza, ésta debe realizarse en armonía con los principios de legalidad, finalidad 
legítima, absoluta necesidad y proporcionalidad: 

i. Legalidad: El uso excepcional de la fuerza debe estar formulado por ley y debe existir 
un marco regulatorio para su utilización170. 

ii. Finalidad legítima: el uso de la fuerza debe estar dirigido a lograr un objetivo legítimo171. 
iii. Absoluta necesidad: es preciso verificar si existen otros medios disponibles menos lesivos 

para tutelar la vida e integridad de la persona o situación que se pretende proteger, de 
conformidad con las circunstancias del caso172. En un mayor grado de excepcionalidad 
se ubica el uso de la fuerza letal y las armas de fuego por parte de agentes de seguridad 
estatales contra las personas, el cual debe estar prohibido como regla general. Su uso 
excepcional deberá ser interpretado restrictivamente de manera que sea minimizado 

 
168 Cfr. Caso Las Palmeras Vs. Colombia. Fondo. Sentencia de 6 de diciembre de 2001. Serie C No. 90, párr. 58; 
Caso Baena Ricardo y otros Vs. Panamá. Competencia. Sentencia de 28 de noviembre de 2003. Serie C No. 
104, párr. 73, y Caso Romero Ferris Vs. Argentina. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 15 de octubre 
de 2019. Serie C No. 391, párr. 135. 
 
169 Cfr. Caso Montero Aranguren y otros (Retén de Catia) Vs. Venezuela. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 5 de julio de 2006. Serie C No. 150, párr. 67, y Caso Familia Barrios Vs. 
Venezuela. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de noviembre de 2011. Serie C No. 237, párr. 49. 
170 Cfr. Caso Nadege Dorzema y otros Vs. República Dominicana. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
24 de octubre de 2012. Serie C No. 251, párr. 85, y Caso Díaz Loreto y otros Vs. Venezuela. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de noviembre de 2019. Serie C No. 392, párr. 63. 
171 Cfr. Caso Hermanos Landaeta Mejías y otros Vs. Venezuela. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 27 de agosto de 2014. Serie C No. 28, párr. 134, y Caso Díaz Loreto y otros Vs. Venezuela. 
supra, párr. 63. 
172 Cfr. Caso Montero Aranguren y otros (Retén de Catia) Vs. Venezuela, supra, párrs. 67 a 68; Caso Nadege 
Dorzema y otros Vs. República Dominicana, supra, párr. 85 y Caso Hermanos Landaeta Mejías y otros Vs. 
Venezuela, supra, párr. 134. Ver también, Principios Básicos sobre el Empleo de la Fuerza y de las Armas de 
Fuego por los Funcionarios Encargados de Cumplir la Ley (en adelante, “Principios Básicos sobre el Empleo de 
la Fuerza”), adoptados por el Octavo Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Tratamiento 
del Delincuente celebrado en La Habana, Cuba, del 27 de agosto al 7 de septiembre de 1990, Principio No. 4. 



en toda circunstancia, no siendo más que el “absolutamente necesario” en relación con 
la fuerza o amenaza que se pretende repeler173. 

iv. Proporcionalidad: el nivel de fuerza utilizado debe ser acorde con el nivel de resistencia 
ofrecido174, lo cual implica un equilibrio entre la situación a la que se enfrenta el 
funcionario y su respuesta, considerando el daño potencial que podría ser ocasionado. 
Así, los agentes deben aplicar un criterio de uso diferenciado de la fuerza, determinando 
el grado de cooperación, resistencia o agresión de parte del sujeto al cual se pretende 
intervenir y, con ello, emplear tácticas de negociación, control o uso de fuerza, según 
corresponda175. Para determinar la proporcionalidad del uso de la fuerza, debe evaluarse 
la gravedad de la situación que enfrenta el funcionario. Para ello, se debe considerar, 
entre otras circunstancias: la intensidad y peligrosidad de la amenaza; la forma de 
proceder del individuo; las condiciones del entorno, y los medios de los que disponga el 
funcionario para abordar una situación específica176.  

54.  En cuanto al primer requisito -legalidad-, el Estado alegó que el marco jurídico de la 
actuación estatal estaba regulado, en primer lugar, por los artículos 97 y 144 de la 
Constitución Política177. Asimismo, el Estado subrayó que dicho marco jurídico también 
estaba regulado por la Ley No. 144, “Ley de Funciones de la Policía Nacional en materia de 
Auxilio Judicial”, publicada el 25 de marzo de 1992178; el Decreto No. 45-92 “Ley Orgánica 
de la Policía Nacional”, publicada el 7 de septiembre de 1992179; el Código de conducta para 
funcionario encargados de hacer cumplir la ley, y la Resolución 169/34 de la Asamblea 

 
173 Cfr. Caso Montero Aranguren y otros (Retén de Catia) Vs. Venezuela, supra, párr. 68, y Caso Zambrano 
Vélez y otros Vs. Ecuador, supra, párr. 84. 
174 Cfr. inter alia, Caso Zambrano Vélez y otros Vs. Ecuador, supra, párr. 85; Caso Nadege Dorzema y otros Vs. 
República Dominicana, supra, párr. 85 iii), y Caso Hermanos Landaeta Mejías y otros Vs. Venezuela, supra, párr, 
134. Ver también, Principios básicos sobre el empleo de la fuerza, supra, Principios No. 5 y 9. 
175 Cfr. Caso Nadege Dorzema y otros Vs. República Dominicana, supra, párr. 85 iii), y Caso Hermanos Landaeta 
Mejías y otros Vs. Venezuela, supra, párr. 134. Ver también, Principios básicos sobre el empleo de la fuerza, 
Principios No. 2, 4, 5 y 9.  
176 Cfr. Caso Hermanos Landaeta Mejías y otros Vs. Venezuela, supra, párr. 136. 
177 Dichos artículos disponen lo siguiente: 

Artículo 97.- La Policía Nacional es un cuerpo armado de naturaleza civil. Tiene por misión garantizar el 
orden interno, la seguridad de los ciudadanos, la prevención y persecución del delito y los demás que le 
señale la ley. La Policía Nacional es profesional, apolítica, apartidista, obediente y no deliberante. La 
Policía Nacional se regirá en estricto apego a la Constitución Política, a la que guardará en estricto apego 
a la Constitución Política, a la que guardará respecto y obediencia. Estará sometida a la autoridad civil 
que será ejercida a través del ministerio correspondiente.  
Artículo 144.- El Poder Ejecutivo lo ejerce el Presidente de la República, quien es Jefe de Estado, Jefe de 
Gobierno y Jefe Supremo del Ejército de Nicaragua. 

178 Disponible en: https://web.oas.org/mla/en/G_Countries_MLA/Nica_ajm_leg_esp_2.pdf 
179 Disponible en:  
http://legislacion.asamblea.gob.ni/normaweb.nsf/($All)/5622C7C6B447C28A062570A10057D770?OpenDocum
ent  
El artículo 12 estipula lo siguiente: 
   […] 

4. a) En el ejercicio de su actuación profesional, evitar cualquier actitud que implique abuso, 
arbitrariedad o discriminación, así como cualquier acto de violencia física o moral; 
4. c) En el ejercicio de sus funciones deberán actuar con la decisión necesaria, y sin demora cuando 
de ello dependa evitar un daño grave inmediato e irreparable; rigiéndose al hacerlo por los principios 
de congruencia, oportunidad y proporcionalidad en la utilización de los medios a su alcance. 
5) Empleo de las armas. Solamente las utilizarán en las situaciones en que exista un riesgo 
racionalmente grave para su vida, su integridad física o las de terceras personas; o en aquellas 
circunstancias que puedan suponer un grave riesgo para el orden público y de conformidad con los 
principios a que se refiere en el apartado 4, párrafo c) de este artículo.  



General de las Naciones Unidas180.  
 
55.  La Corte recuerda que los Estados deben crear un marco normativo adecuado que 
disuada cualquier amenaza del derecho a la vida. De allí que la legislación interna debe 
establecer pautas lo suficientemente claras para la utilización de fuerza letal y armas de 
fuego por parte de los agentes estatales181. La Corte advierte que, ni las disposiciones de 
la Constitución referidas por el Estado, ni la “Ley de Funciones de la Policía Nacional en 
materia de Auxilio Judicial” contenían regulación específica alguna con respecto al uso de 
la fuerza.  
 
56. Con respecto al Decreto No. 45-92 “Ley Orgánica de la Policía Nacional”, la Corte 
observa que dicha normativa contenía una única cláusula de carácter general con respecto 
al uso de las armas, indicando que éste debía regirse por los principios de congruencia, 
oportunidad y proporcionalidad y que sólo podía ser ejercido “en las situaciones en que 
exista un riesgo racionalmente grave para su vida [de los miembros de la Policía Nacional], 
su integridad física o las de terceras personas; o en aquellas circunstancias que puedan 
suponer un grave riesgo para el orden público”182. A este respecto, la Corte nota que la 
formulación “circunstancias que puedan suponer un grave riesgo para el orden público” 
contiene una redacción ampliamente vaga que puede abrir la puerta a un alto margen de 
discrecionalidad en la interpretación de dicho supuesto habilitante, máxime cuando no 
consta en el acervo probatorio ningún tipo de reglamentación adicional que especificara 
este tipo de situaciones. Además, el Tribunal considera que el uso de la fuerza debe ser 
regulado en el marco de un sistema que provea garantías efectivas contra un uso arbitrario 

 
180 Código de conducta para funcionarios encargados de hacer cumplir la ley, Adoptado por la Asamblea General 
en su Resolución 34/169, de 17 de diciembre de 1979, disponible en: 
https://www.ohchr.org/SP/ProfessionalInterest/Pages/LawEnforcementOfficials.aspx  
181 Cfr. Caso Montero Aranguren y otros (Retén de Catia) Vs. Venezuela, supra, párr. 75. 
182 Artículo 12.- La actuación y eficacia de los miembros de la Policía Nacional se adecuará a los siguientes 
principios básicos: 

 
1) Respeto absoluto a la Constitución y las Leyes de la República. La obediencia debida, en ningún caso 
podrá amparar órdenes o acciones que entrañen la ejecución de actos que manifiestamente constituyan 
delito o sean contrarios a las Leyes; 
 
[…] 
 
4) Relaciones con la Comunidad. 
 
Singularmente: 
a) En el ejercicio de su actuación profesional, evitar cualquier actitud que implique abuso, arbitrariedad 
o discriminación, así como cualquier acto de violencia física o moral; 
 
b) Observar en todo momento un trato correcto y esmerado en sus relaciones con los ciudadanos a 
quienes procurará auxiliar y proteger, siempre que las circunstancias lo aconsejen o fueren requeridos 
para ello. […]; 
 
c) En el ejercicio de sus funciones deberán actuar con la decisión necesaria, y sin demora cuando de ello 
dependa evitar un daño grave inmediato e irreparable; rigiéndose al hacerlo por los principios de 
congruencia, oportunidad y proporcionalidad en la utilización de los medios a su alcance. 
 
5) Empleo de las armas. Solamente las utilizarán en las situaciones en que exista un riesgo racionalmente 
grave para su vida, su integridad física o las de terceras personas; o en aquellas circunstancias que 
puedan suponer un grave riesgo para el orden público y de conformidad con los principios a que se 
refiere en el apartado 4, párrafo c) de este artículo. 



y excesivo de la misma183, cuestión que no sucedió en el presente caso.  
 
57. Por otro lado, con relación a los efectos de la señalada la Resolución 169/34 de la 
Asamblea General de las Naciones Unidas, la Corte advierte que el efecto vinculante de las 
Resoluciones dictadas por la Asamblea General se encuentra limitado y, como regla general, 
poseen un carácter recomendatorio184. Por último, con respecto al “Código de conducta para 
funcionario encargados de hacer cumplir la ley” alegado por el Estado, la Corte nota que el 
mismo no fue aportado por el Estado y, por tanto, no puede ser evaluado por este Tribunal. 
Asimismo, la Corte también observa que en el operativo en el que resultó muerto el señor 
Pedro Bacilio Roche Azaña y su hermano Patricio Fernando también participaron militares 
y miembros de la policía voluntaria (supra párr. 31). El Estado no ha alegado ni desplegado 
ningún tipo de actividad probatoria con respecto a la regulación específica del uso de la 
fuerza de dichos cuerpos de seguridad.  
 
58. A la vista de todo lo anterior, la Corte considera que en el presente caso no se cumplió 
con el requisito de legalidad. Además, lo anterior también implica que el Estado no cumplió 
con su obligación de garantizar los derechos a la vida y a la integridad personal mediante 
una adecuada legislación sobre el uso de la fuerza, lo cual supuso una violación del artículo 
2 de la Convención Americana.  
 
59. Sin perjuicio de lo determinado en los párrafos anteriores, la Corte estima necesario, 
en el presente caso, continuar con el análisis del uso de la fuerza ejercido y su cumplimiento 
con los restantes requisitos.  
 
60. Así, con respecto al segundo requisito, la Corte señala, con carácter previo, que en 
este apartado se analizará la finalidad legítima perseguida con el uso de la fuerza, 
destacando que, en principio, no todo uso de la fuerza implica necesariamente el uso de 
armas de fuego. Efectivamente, los agentes y fuerzas de seguridad del Estado pueden 
recurrir al uso de la fuerza para multitud de situaciones en las que no es necesario el uso 
de armas de fuego, tal y como puede suceder al detener a una persona en virtud de orden 
judicial, para evitar la comisión de un delito o por la comisión de un delito flagrante; o, por 
ejemplo, para mantener el orden público en actos de naturaleza pública donde haya 
congregación de personas y garantizar así su seguridad. Es por ello que en el presente 
apartado se analizará la existencia o no de una finalidad legítima con respecto al uso de la 
fuerza en términos generales. El tipo y forma de fuerza utilizada será objeto de análisis en 
los apartados de necesidad y proporcionalidad. Realizada tal aclaración, la Corte advierte 
que, de conformidad con la prueba obrante en el presente caso, se desprende que la 
finalidad de los disparos efectuados por los agentes estatales fue ocasionar 
intencionalmente un daño, tanto a la furgoneta como, sobre todo, a las personas que iban 
en su interior. Así, si bien el Estado alegó que sus agentes desconocían que la furgoneta 
transportaba personas, lo cierto es que no existió ningún elemento que pudiera descartar 
con certeza la presencia de personas al interior del vehículo, máxime cuando la referida 

 
183 Ver, mutatis mutandis, TEDH, Case of Makaratzis v. Greece (GS), no. 50385/99, Sentencia de 20 de diciembre 
de 2004, párr.58, y Case of Hilda Hafsteinsdóttir v. Iceland, no. 40905/98, Sentencia de 8 de junio de 2004, 
párr. 56. 
184 Cfr. Corte Internacional de Justicia, Cases South West Africa (Ethiopia v. South Africa; Liberia v. South Africa), 
Second Phase, Sentencia de 18 de julio de 1966, párr. 98. Ver también, Divac Öberg, Marko, “The Legal Effects 
of Resolutions of the UN Security Council and the General Assembly in the Jurisprudence of the ICJ”, The 
European Journal of International Law Vol. 16 no. 5, págs. 883 y 884.  



furgoneta transitaba por una zona transfronteriza la cual, por su propia naturaleza, se 
caracteriza por la posible presencia de personas migrantes o en necesidad de protección 
internacional. Aunado a ello se une el hecho de que, una vez que la furgoneta atravesó el 
primer retén, agentes estatales procedieron a avisar a los miembros del segundo retén de 
la inminente llegada de la furgoneta y, cuando esta atravesó a gran velocidad este segundo 
retén, los agentes estatales efectuaron al menos ocho disparos contra la misma. Cabe 
entender, por tanto, que la finalidad de la acción estatal no fue legítima, puesto que tuvo 
como resultado la muerte del señor Pedro Bacilio Roche Azaña, las graves heridas causadas 
a su hermano Patricio Fernando, así como las heridas ocasionadas a cuatro personas más.  
 
61. En lo que respecta a la necesidad de los medios utilizados, la Corte nota en primer 
lugar que, una vez que la furgoneta decidió no detenerse en el primer retén, los agentes 
del Estado procedieron a señalizar los siguientes retenes con el objetivo de detener la 
referida furgoneta185. A estos efectos, los agentes decidieron colocar una patrulla en la 
parte frontal para evitar el paso186 y se colocaron a los costados187 y en el centro de la 
carretera188 a la espera de que la furgoneta atravesara el correspondiente retén. Cuando la 
furgoneta se aproximaba a los retenes, los agentes, quienes portaban chaleco, silbato y 
lámpara vial189, utilizaron sus señales luminosas y sonoras con el objetivo de que la 
furgoneta parase190. En el presente caso quedó acreditado que, ante la negativa por parte 
del conductor de la furgoneta de atender a las reiteradas señales realizadas por los agentes 
estatales se procedió seguidamente a efectuar varios disparos contra la misma.  
 
62. La Corte resalta que, más allá de las señales luminosas y sonoras realizadas por los 
agentes estatales, el Estado no demostró que el uso de las armas de fuego era necesario 
para alcanzar el objetivo perseguido. El Tribunal recuerda que no se puede concluir que quede 
acreditado el requisito de “absoluta necesidad” para utilizar la fuerza contra personas, cuando 
estas no representan un peligro directo, “inclusive cuando la falta del uso de la fuerza 
resultare en la pérdida de la oportunidad de captura”191. Así, a pesar de que se colocara una 
patrulla para obstaculizar el paso del vehículo, lo cierto es que la furgoneta atravesó los 
retenes a gran velocidad sin que dichos mecanismos de obstaculización causaran algún 
efecto. La Corte nota, además, que a la deficiente colocación de elementos para impedir el 
paso de la furgoneta, se unió la ausencia del uso de otros medios menos lesivos, como lo 
podrían ser los reductores de velocidad o poncha llantas. En suma, la Corte observa que en 
el presente caso se pudieron emplear medios menos lesivos para detener la furgoneta y, 
por tanto, no se cumplió con el requisito de necesidad. 

 
185 Cfr. Declaración de J.M.R.V. ante la Policía Nacional, de 19 de abril de 1996 (expediente de prueba, folio 
488). 
186 Cfr. Declaración indagatoria de F.A.C.P. ante el Juez Primero de Distrito del Crimen de Chinandega, de 29 
de abril de 1996 (expediente de prueba, folio 1132). 
187 Declaración indagatoria de R.J.S.O. ante la Policía Nacional, de 29 de abril de 1996 (expediente de prueba, 
folio 2068), Declaración indagatoria de F.A.C.P. ante el Juez Primero de Distrito del Crimen de Chinandega, de 
29 de abril de 1996 (expediente de prueba, folio 2063). 
188 Cfr. Declaración de J.M.R.V. ante la Policía Nacional, de 19 de abril de 1996 (expediente de prueba, folio 
488). 
189 Cfr. Auto de segura y formal prisión, dictado por el Juzgado Primero de Distrito del Crimen, de 6 de mayo 
de 1996 (expediente de prueba, folio 3284). 
190 Cfr. Declaración ad-inquerendum realizada por el Juez Primero de Distrito del Crimen del Departamento de 
Chinandega a M.Q.P., de 30 de abril de 1996 (expediente de prueba, folios 3200 y 3204). 
191 Cfr. Caso Nadege Dorzema y otros Vs. República Dominicana, supra, párr. 85 ii), y TEDH, Caso Kakoulli v. 
Turquía, no.  
38595/97, Sentencia de 22 de noviembre de 2005, párr. 108. 



 
63. En cuanto al análisis de proporcionalidad, la Corte ya ha considerado que durante el 
desarrollo de un evento de despliegue de la autoridad, los agentes estatales, en la medida 
de lo posible, deben realizar una evaluación de la situación y un plan de acción previo a su 
intervención192, todo ello con el objetivo de minimizar el uso de la fuerza y las fatalidades 
que se pudieran presentar193.  
 
64. En primer término, la Corte reitera que el lugar en el que se estableció el dispositivo 
de control era próximo a una zona fronteriza internacional. En este sentido, es importante 
recalcar que el respeto a los derechos humanos debe constituir el núcleo de todas las 
medidas de protección de fronteras194. Por tanto, el Tribunal considera que los agentes 
estatales debieron tener en cuenta estas circunstancias al emplear el uso de la fuerza, sobre 
todo en razón de que no se podía visualizar hacia adentro de la furgoneta para descartar 
la posibilidad real de que transportara personas y que éstas estuvieran en una situación de 
particular riesgo.  
 
65. Por otro lado, la Corte estima necesario analizar la forma, dirección y tipo de arma 
con la que se realizaron los disparos. La Corte advierte, con carácter previo, que los retenes 
estatales estaban conformados por miembros de la Policía Nacional, militares y al menos 
un policía voluntario195. En este sentido, el Tribunal recuerda que en el Caso Montero 
Aranguren y otros Vs. Venezuela estableció que, si bien los Estados partes de la Convención 
podrían desplegar a las fuerzas armadas para desempeñar tareas ajenas a las propiamente 
relacionadas con conflictos armados, dicho empleo debe limitarse al máximo y responder a 
criterios de estricta excepcionalidad para enfrentar situaciones de criminalidad o violencia 
interna, dado que el entrenamiento que reciben las fuerzas militares está dirigido a derrotar 
al enemigo y no a la protección y control de civiles, entrenamiento que es propio de los 
entes policiales196.  
 
66. El Tribunal recuerda que, una vez constatado que la furgoneta no iba a atender a las 
señales de alto realizadas por los agentes estatales, estos procedieron a realizar disparos 
contra la misma. La Corte destaca que dichos disparos se realizaron de manera 
descoordinada, sin que existiera una orden expresa superior para ello197. Asimismo, según 

 
192 Cfr. Principios Básicos sobre el Empleo de la Fuerza y de Armas de Fuego por los Funcionarios Encargados 
de Hacer Cumplir la Ley, supra, Principio no. 9. 
193 Cfr. Caso Nadege Dorzema y otros Vs. República Dominicana, supra, párr. 88. 
194 Cfr. ACNUDH, Principios y Directrices recomendados sobre los derechos humanos en las fronteras 
internacionales, Principio no. 2. 
195 Cfr. Auto de segura y formal prisión, dictado por el Juzgado Primero de Distrito del Crimen, de 6 de mayo 
de 1996 (expediente de prueba, folio 3289). 
196 Cfr. Caso Montero Aranguren y otros (Retén de Catia) Vs. Venezuela, supra, párr. 78, y Caso Alvarado 
Espinoza y otros Vs. México. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de noviembre de 2018. Serie C 
No. 370, párr. 179. En este mismo sentido, el Relator Especial sobre las Ejecuciones Extrajudiciales, Sumarias 
o Arbitrarias de la ONU, tras su vista a México manifestó: “[…] [E]s bien sabido que, en cualquier país, a los 
soldados que realizan labores policiales les cuesta mucho renunciar al paradigma militar […] el principal objetivo 
de un cuerpo militar es someter al enemigo valiéndose de la superioridad de su fuerza". Cfr. ONU. Consejo de 
Derechos Humanos, Informe del Relator especial sobre las ejecuciones extrajudiciales, sumarias o arbitrarias, 
Christof Heyns, A/HCR/26/36/Add.1, 28 de abril de 2014, párr. 21.  
197 Cfr. Declaración de J.F.G.C ante la Policía Nacional, de 19 de abril de 1996 (expediente de prueba, folio 448); 
Declaración de F.S.O.N ante la Policía Nacional, de 21 de abril de 1996 (expediente de prueba, folio 483); 
Declaración indagatoria de F.S.O.N ante el Juez Primero de Distrito del Crimen de Chinandega, de 29 de abril 



lo declarado por los agentes estatales que efectuaron los disparos, estos se realizaron bien 
“al aire”, bien hacia las llantas. No obstante, dichas declaraciones chocan de plano con la 
prueba obrante en el expediente. Así, de la inspección ocular del vehículo se puede observar 
que el mismo presentaba seis orificios de bala. Un orificio de entrada se situó a una altura 
de “un metro treinta centímetros del borde superior” de la furgoneta; un segundo orificio 
en el costado izquierdo, a una altura de “un metro cuarenta y un centímetros del borde 
superior”; el tercer orificio en la parte superior trasera, a una altura de “un metro diez 
centímetros del borde del bumper trasero”, un cuarto orificio en la rueda delantera derecha, 
un quinto orificio en la parte trasera, a “un metro de altura”, así como un sexto orificio 
ubicado “a un metro diez centímetros [sobre] el primer orificio”198. La Corte subraya que 
los orificios que impactaron en la furgoneta, salvo uno de ellos, figuran en la parte superior 
de la misma, por lo que los disparos no iban dirigidos a las llantas del vehículo199. A lo 
anterior se añade lo señalado por dos personas que se encontraban en la parte delantera 
del vehículo, quienes presenciaron cómo algunos de los disparos se dirigieron directamente 
a la parte frontal de la furgoneta200.  
 
67. Además, llama también la atención de esta Corte la observación realizada por el 
Juzgado Primero de Distrito del Crimen, el cual en el auto de segura y formal prisión de 6 
de mayo de 1996 señaló que la furgoneta “presenta[ba] señales de habérsele pasado algún 
material de pintura (masilla) para evadir presunciones de culpabilidad de parte de los [en 
aquel momento] procesados”201.  
 
68. Por último, resulta asimismo llamativo que las armas utilizadas fueron armas tipo AK, 
esto es, armas de guerra202. De hecho, la muerte de Pedro Bacilio Roche Azaña se produjo 

 
de 1996 (expediente de prueba, folio 1115); Declaración de R.J.S.O. ante la Policía Nacional, de 21 de abril de 
1996 (expediente de prueba, folios 2070 y 2071; Declaración indagatoria de J.M.R.V. ante el Juez Primero de 
Distrito del Crimen de Chinandega, de 29 de abril de 1996 (expediente de prueba, folio 448); Declaración de 
J.M.R.V. ante la Policía Nacional, de 19 de abril de 1996 (expediente de prueba, folio 489, y Declaración de 
F.A.C.P. ante la Policía Nacional, de 19 de abril de 1996 (expediente de prueba, folio 2412). Ver también, Auto 
de segura y formal prisión, dictado por el Juzgado Primero de Distrito del Crimen, de 6 de mayo de 1996 
(expediente de prueba, folio 3289). 
198 Cfr. Acta de inspección ocular en vehículo, de 18 de abril de 1996 (expediente de prueba, folio 2051).  
199 Ídem. 
200 Cfr. Auto de segura y formal prisión, dictado por el Juzgado Primero de Distrito del Crimen, de 6 de mayo 
de 1996 (expediente de prueba, folio 3290). Ver también, declaración de N.D.S., quien indicó lo siguiente “. “no 
recuerdo cuantos disparos fueron, y yo digo que cómo iban a disparar a las llantas, si lesionaron en la cabeza 
al chico [Pedro Bacilio Roche Azaña], había disparos en el parabrisas, y ellos dispararon de frente”. Cfr. 
Declaración ad-inquerendum realizada por el Juez Primero de Distrito del Crimen del Departamento de 
Chinandega a N.D.S., de 3 de mayo de 1996 (expediente de prueba, folio 2492). 
201 Cfr. Auto de segura y formal prisión, dictado por el Juzgado Primero de Distrito del Crimen, de 6 de mayo 
de 1996 (expediente de prueba, folio 3289). 
202 Cfr. Declaración indagatoria de J.M.R.V. ante el Juez Primero de Distrito del Crimen de Chinandega, de 29 
de abril de 1996 (expediente de prueba, folio 448); Declaración indagatoria de R.J.S.O. ante el Juez Primero de 
Distrito del Crimen de Chinandega, de 29 de abril de 1996 (expediente de prueba, folio 2068); Declaración de 
S.A.V.B. ante la Policía Nacional, de 21 de abril de 1996 (expediente de prueba, folio 479), y Declaración 
indagatoria de S.A.V.B. ante el Juez Primero de Distrito del Crimen de Chinandega, de 29 de abril de 1996 
(expediente de prueba, folio 1111). Véase también, Dictamen médico sobre Patricio Fernando Roche Azaña, 
Médico Forense de Chinandega, de 26 de abril de 1996 (expediente de prueba, folio 1124); Auto de segura y 
formal prisión, dictado por el Juzgado Primero de Distrito del Crimen, de 6 de mayo de 1996 (expediente de 
prueba, folio 3283).  



como consecuencia de un proyectil de bala compatible con un proyectil de arma AK203. La 
Corte considera que, en el presente caso, el uso de este tipo de fusiles de asalto fue 
incompatible con la función de control alegada por el Estado, y ello por no cumplir con el 
criterio de proporcionalidad. A lo anterior se añade el hecho de que, en el presente caso, 
se desprende del acervo probatorio que hubo una falta de planeación, capacitación -y, sobre 
todo, una capacitación acorde para enfrentar una situación de infracción administrativa, 
como lo sería la eventual infracción aduanera del presente caso204- y organización previa a 
la intervención, lo que resultó en una falta total de proporcionalidad en la respuesta de las 
autoridades del Estado205.  
 
69. Según el Estado, el uso de la fuerza estuvo justificado y fue proporcional, por cuanto 
el objetivo fue evitar el daño a la vida e integridad física que podría haber ocasionado la 
furgoneta en su intento de atropellar a los agentes estatales. A estos efectos, la Corte 
recuerda que en su jurisprudencia ha considerado que en todo caso de uso o despliegue 
de la fuerza, en el que agentes estatales hayan producido la muerte o lesiones de una 
persona, corresponde analizar el uso legítimo de la fuerza, puesto que “corresponde al 
Estado la obligación de proveer una explicación satisfactoria y convincente de lo sucedido 
y desvirtuar las alegaciones sobre su responsabilidad, mediante elementos probatorios 
adecuados”206. A la vista del acervo probatorio obrante en el presente caso, la Corte 
considera que el Estado no ha logrado acreditar la existencia de un peligro inminente de tal 
magnitud que justificara el uso de armas de fuego, y mucho menos el uso de armas de 
guerra. Lo anterior, además, se contradice con las declaraciones de ciertos agentes 
estatales, que no manifestaron la existencia de peligro alguno207, e incluso negaron tal 
extremo208.  
 
70. En conclusión, la Corte considera que en el presente caso no se acreditó la legalidad, 
finalidad legítima, absoluta necesidad ni proporcionalidad del uso de la fuerza ejercido. 
Efectivamente, la situación ocasionada fue el resultado del uso desproporcionado de la 
fuerza imputable al Estado por el actuar de los funcionarios encargados de hacer cumplir la 

 
203 Cfr. Dictamen médico sobre Patricio Fernando Roche Azaña, Médico Forense de Chinandega, de 26 de abril 
de 1996 (expediente de prueba, folio 1124), y Segundo dictamen médico sobre Pedro Bacilio Roche Azaña, 
Médico Forense de Chinandega, 18 de abril de 1996 (expediente de prueba, folio 398).  
204 Cfr. Caso Nadege Dorzema y otros Vs. República Dominicana, supra, párr. 81. 
205 Cfr. Caso del Caracazo Vs. Venezuela. Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de agosto de 2002. Serie C 
No. 95, párr. 143.1.a, y Caso Montero Aranguren y Otros (Reten de Catia) Vs. Venezuela, supra, párr. 78. Ver 
también, TEDH, Caso McCann y Otros Vs. Reino Unido (GS), No. 18984/91, Sentencia. 27 de septiembre de 
1995, párr. 151, y Caso Kakoulli Vs. Turquía, supra, párrs. 109 y 110. 
206 Cfr. Caso Montero Aranguren y otros (Retén de Catia) Vs. Venezuela, supra, párr. 80, y Caso Díaz Loreto y 
otros Vs. Venezuela, supra, párr. 92. 
207 El agente R.J.S.O. declaró que cuando la furgoneta se iba acercando “yo miro que el vehículo no disminuye 
la velocidad, cuando determino que el vehículo no se va a parar, a mi me obliga a salirme de la carretera, yo 
portaba un AK, entonces le hice tres detonaciones al aire”. Cfr. Declaración de R.J.S.O. ante la Policía Nacional, 
de 21 de abril de 1996 (expediente de prueba, folio 2068). Por su parte, el agente S.A.B. declaró que, al ver 
que la furgoneta iba a alta velocidad, realizó “como a los cien metros un disparo preventivo al aire” Cfr. 
Declaración indagatoria de S.A.V.B. ante el Juez Primero de Distrito del Crimen de Chinandega, de 29 de abril 
de 1996 (expediente de prueba, folio 2420). Ver también, Declaración de J.M.R.V. quien en ningún momento 
hace referencia a la existencia de algún tipo de miedo por sentir peligro por si vida. Cfr. Declaración indagatoria 
de J.M.R.V. ante el Juez Primero de Distrito del Crimen de Chinandega, de 29 de abril de 1996 (expediente de 
prueba, folio 448). 
208 Cfr. Declaración indagatoria de F.S.O.N. ante el Juez Primero de Distrito del Crimen de Chinandega, de 29 
de abril de 1996 (expediente de prueba, folio 1116). Ver también, Auto de segura y formal prisión, dictado por 
el Juzgado Primero de Distrito del Crimen, de 6 de mayo de 1996 (expediente de prueba, folio 3287). 



ley.  
 
71. La Corte ha establecido que cuando los agentes estatales emplean la fuerza ilegítima, 
excesiva o desproporcionada, como en el presente caso, dando lugar a la pérdida de la 
vida, se considera que se ha producido una privación arbitraria de la misma209. En 
consecuencia, la muerte del señor Pedro Bacilio Roche Azaña constituyó una privación 
arbitraria de la vida imputable al Estado nicaragüense, en violación de artículo 4.1 de la 
Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 del mismo instrumento. Asimismo, 
las heridas ocasionadas a su hermano Patricio Fernando Roche Azaña constituyeron una 
violación del artículo 5.1 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 del 
mismo instrumento.  
 
72. Por otro lado, el Tribunal recuerda que de los hechos del caso y de la prueba aportada 
en el proceso ante la Corte se desprende que, para el momento de los hechos, Nicaragua 
no contaba con una legislación concreta y específica que estableciera los parámetros para 
el uso de la fuerza por parte de agentes del Estado y de aquellas personas encargadas de 
hacer cumplir la ley. En razón de lo anterior, el Estado no cumplió con su obligación de 
garantizar los derechos a la vida y a la integridad personal mediante una adecuada 
legislación sobre el uso de la fuerza, en contravención del artículo 2 de la Convención 
Americana, en relación con los artículos 4.1 y 5.1 del mismo instrumento.  
 
Caso Olivares Muñoz y otros Vs. Venezuela 
 
93. En el Sistema Universal de Protección de Derechos Humanos se recoge el mismo 
principio en lo que refiere al uso de la fuerza y armas de fuego por parte de la policía210. 
Así, en el Manual ampliado de Derechos Humanos para la Policía, “Normativa y Práctica de 
los Derechos Humanos para la Policía”, se establece que “[t]odos los policías recibirán 
adiestramiento en el uso de los distintos medios para el uso diferenciado de la fuerza” y 
“en el uso de medios no violentos”211. 
 
94. De igual forma, con relación a las personas bajo custodia o detenidas, los Principios 
Básicos sobre el Empleo de la Fuerza y de las Armas de Fuego por los Funcionarios 
Encargados de Cumplir la Ley, precisan que no se empleará la fuerza, salvo cuando sea 
estrictamente necesario para mantener la seguridad y el orden en los establecimientos o 
cuando corra peligro la integridad física de las personas212. Asimismo, prevén que no se 
emplearán armas de fuego, salvo en defensa propia o en defensa de terceros cuando haya 
peligro inminente de muerte o lesiones graves, o cuando sea estrictamente necesario para 
impedir la fuga de una persona sometida a custodia o detención que presente el peligro a 

 
209 Cfr. Caso Familia Barrios Vs. Venezuela, supra, párr. 49, y Caso Hermanos Landaeta Mejías y otros Vs. 
Venezuela, supra, párr. 142. 
210 Véase, Comité de Derechos Humanos, Observación General No. 36, Artículo 6: derecho a la vida, 
CCPR/C/GC/36, 30 de octubre de 2018, párrs. 25 y 29. Disponible en:  
https://tbinternet.ohchr.org/_layouts/15/treatybodyexternal/Download.aspx?symbolno=CCPR%2fC%2fGC%2f
36&Lang=es. 
211 Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, Normativa y Práctica de 
los Derechos Humanos para la Policía. Manual ampliado de Derechos Humanos para la Policía, UN Doc. 
HR/P/PT/5/Add.3 (2003). Disponible en: https://www.ohchr.org/documents/publications/training5add3sp.pdf.  
212 Cfr. Principios básicos sobre el empleo de la fuerza, Principio 15. 



que se refiere el principio 9213, es decir, la comisión de un delito particularmente grave que 
entrañe una seria amenaza para la vida214.  
 
95. En sentido similar, los Principios y Buenas Prácticas sobre la Protección de las Personas 
Privadas de Libertad en las Américas señalan que el personal de los lugares de privación de 
libertad no empleará la fuerza y otros medios coercitivos, salvo excepcionalmente, de 
manera proporcionada, en casos de gravedad, urgencia y necesidad, como último recurso 
después de haber agotado previamente las demás vías disponibles, y por el tiempo y en la 
medida indispensables para garantizar la seguridad, el orden interno, la protección de los 
derechos fundamentales de la población privada de libertad, del personal o de las visitas. 
Asimismo, prohíben el uso de armas de fuego u otro tipo de armas letales al interior de los 
lugares de privación de libertad, salvo cuando sea estrictamente inevitable para proteger la 
vida de las personas215. 
 
96. En el presente caso, la Corte considera que no cuenta con los elementos necesarios 
para analizar la exigencia de legalidad respecto del uso de la fuerza, en tanto no fue 
aportado por el Estado el marco legal que regulaba el uso de la fuerza al momento en que 
ocurrieron los hechos, ni fueron formulados alegatos específicos por la Comisión o los 
representantes. 
 
97. En lo que concierne a la finalidad legítima, cabe señalar que la falta de información y 
de elementos probatorios adecuados ha impedido a la Corte establecer los motivos por los 
cuales los miembros de la Guardia Nacional ingresaron al centro penitenciario. Ante ello, no 
es posible determinar la finalidad perseguida mediante el uso de la fuerza y, con ello, su 
legitimidad. En el mismo sentido, la falta de claridad sobre la finalidad perseguida impide 
analizar la absoluta necesidad sobre el uso de las armas de fuego y la fuerza letal. En todo 
caso, como fue indicado oportunamente, corresponde al Estado la obligación de proveer 
una explicación satisfactoria y convincente de lo sucedido, mediante elementos probatorios 
adecuados (supra párr. 89). Por consiguiente, dada la falta de una explicación al respecto, 
la Corte concluye que, en el caso concreto, no fueron satisfechas las exigencias de finalidad 
legítima y absoluta necesidad en el uso de la fuerza. 
 
98. Respecto de la exigencia de proporcionalidad, aunado a la falta de certidumbre acerca 
de la existencia de un motín entre los internos, resalta que no ha sido argumentando, y 
menos comprobado, hecho alguno que haga suponer que los agentes militares emplearon 
las armas de fuego en defensa propia o en defensa de terceros ante el peligro inminente 
de muerte o lesiones graves, ni que los agentes hubieran intentado impedir la fuga de 
alguna persona privada de libertad que representara un peligro por la eventual comisión de 
un delito particularmente grave que supusiera una seria amenaza para la vida. 
 
99. Incluso, cabe resaltar que los agentes militares que afirmaron haber ingresado a la 

 
213 Cfr. Principios básicos sobre el empleo de la fuerza, Principio 16. 
214 En igual sentido, las Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para el Tratamiento de los Reclusos (Reglas 
Nelson Mandela), aprobadas por la Asamblea General de las Naciones Unidas en su Resolución 70/175, de 17 
de diciembre de 2015, Regla No. 82. Véase también, peritaje rendido por Marta Monclús Masó (expediente de 
prueba, tomo V, affidávits, folios 1743 a 1757). 
215 Cfr. Principios y Buenas Prácticas sobre la Protección de las Personas Privadas de Libertad en las Américas, 
aprobados por la Comisión Interamericana en su Resolución 1/08 de 31 de marzo de 2008, Principio XXIII.2. 
Disponible en: http://www.cidh.oas.org/pdf%20files/RESOLUCION%201-08%20ESP%20FINAL.pdf. 



cárcel durante el operativo del 10 de noviembre de 2003, al rendir su declaración como 
parte de las investigaciones a nivel interno, no mencionaron situación concreta alguna que 
permita siquiera presumir que, una vez que se encontraban en el interior de la prisión, la 
seguridad o el orden del centro estuvieran amenazados como para hacer uso de la fuerza 
contra los internos, lo que descarta también que existiera riesgo para su integridad física216. 
Así, en sus declaraciones, los agentes indicaron, inter alia, que habiendo ingresado a la 
prisión, ordenaron a las personas privadas de libertad ubicarse en el patio interno217, donde 
realizaron un conteo218 “controlando así la situación”219, sin hacer alusión a agresiones, 
ataques o, en definitiva, a incidentes que podrían hacer presumir algún peligro o amenaza 
en su contra. De igual manera, tampoco existe información o prueba acerca de lesiones 
sufridas por alguno de los agentes militares220. Por ende, cabría afirmar que los agentes 
estatales utilizaron la máxima expresión del ejercicio de la fuerza sin que objetivamente 
existiera resistencia o amenaza de algún tipo por parte de las personas privadas de libertad. 
 
100. Como corolario, la Corte colige que el uso de la fuerza por parte de los funcionarios 
de la Guardia Nacional resultó arbitrario, en tanto no se habrían cumplido las exigencias de 
finalidad legítima y absoluta necesidad en su empleo, a lo que se añade que no fue 
advertido grado alguno de resistencia o agresión por parte de los internos, lo que evidencia 
la falta de proporcionalidad en la actuación de los agentes. 
 
101. Por su parte, según reconoció el Estado221, los agentes militares se encontraban 
autorizados para ingresar a la cárcel de acuerdo al artículo 8 de la Ley de Régimen 
Penitenciario, vigente al momento de los hechos, cuyo texto disponía: 
 

La vigilancia exterior de los establecimientos podrá ser encomendada a organismos 
militares, quienes se abstendrán de toda intervención en el régimen y vigilancia interior, 
salvo en los casos en que sean expresamente requeridos por el director del 
establecimiento o quien haga sus veces. 

 
102. En este punto, la Corte recuerda la relevancia que tiene la idoneidad y debida 

 
216 El Estado hizo mención de las actas de entrevistas efectuadas a Luis Beltrán Yegres Graffe, Salvador José 
Framchis Rincones, Gustavo Enrique Puerta Martínez, José Alexander Malva Guerrero, José de Jesús Aponte 
Rosales, Eloy José Salcedo y Vicente Abel Barrios Barela. Cfr. Escrito de observaciones del Estado de 20 de 
septiembre de 2013 (expediente de prueba, tomo II, trámite ante la Comisión, folios 731, 732, 735 y 741). 
217 Cfr. Actas de entrevistas efectuadas a Salvador José Framchis Rincones, José Alexander Malva Guerrero, 
José de Jesús Aponte Rosales y Vicente Abel Barrios Barela. Cfr. Escrito de observaciones del Estado de 20 de 
septiembre de 2013 (expediente de prueba, tomo II, trámite ante la Comisión, folios 733, 735 y 739). 
218 Cfr. Actas de entrevistas efectuadas a Luis Beltrán Yegres Graffe, Salvador José Framchis Rincones, José 
de Jesús Aponte Rosales y Vicente Abel Barrios Barela. Cfr. Escrito de observaciones del Estado de 20 de 
septiembre de 2013 (expediente de prueba, tomo II, trámite ante la Comisión, folios 732, 733, 735 y 739). 
219 Cfr. Acta de entrevista efectuada a José de Jesús Aponte Rosales. Cfr. Escrito de observaciones del Estado 
de 20 de septiembre de 2013 (expediente de prueba, tomo II, trámite ante la Comisión, folio 735). 
220 El Ministerio Público, al formular la acusación en el proceso penal instado contra los agentes de la Guardia 
Nacional, expresamente señaló: “[…] la comisión de funcionarios [de la Guardia Nacional] sin motivo alguno 
procedieron a utilizar armas de fuego para disparar contra la humanidad de las víctimas, ocasionándoles 
heridas por armas de fuego, las cuales les produjeron la muerte instantánea.” Cfr. Acta de audiencia 
preliminar y enjuiciamiento desarrollada ante el Tribunal Tercero de Primera Instancia en funciones de control 
de Ciudad Bolívar el 3 de junio de 2014 (expediente de prueba, tomo III, anexo 12 al escrito de solicitudes y 
argumentos, folio 1010). 
221 Cfr.  Escrito de observaciones del Estado de 12 de noviembre de 2008 (expediente de prueba, tomo II, 
trámite ante la Comisión, folio 406). 



capacitación del personal penitenciario, con especial énfasis en el personal encargado de la 
seguridad de los centros de privación de libertad como medida para garantizar un trato 
digno hacia las personas internas, evitando con ello los riesgos de actos de tortura y de 
todo trato cruel, inhumano o degradante222. Lo anterior, sin perjuicio de lo que se refiere 
en esta Sentencia respecto de la actuación de órganos policiales o militares en labores de 
seguridad, custodia o vigilancia en centros penitenciarios (infra párr. 107). 
 
103. En tal sentido, los Principios y Buenas Prácticas sobre la Protección de las Personas 
Privadas de Libertad en las Américas prevén que el personal que tenga bajo su 
responsabilidad la dirección, custodia, tratamiento, traslado, disciplina y vigilancia de 
personas privadas de libertad, deberá ajustarse, en todo momento y circunstancia, al 
respeto a los derechos humanos de las personas privadas de libertad y de sus familiares. 
Asimismo, refieren que en los lugares de privación de libertad deberá disponerse de 
personal calificado y suficiente para garantizar la seguridad, vigilancia y custodia, 
asignándoles los recursos y el equipo necesarios para que puedan desempeñar su trabajo 
en las condiciones adecuadas; dicho personal deberá recibir instrucción inicial y capacitación 
periódica especializada, incluyendo en su formación, por lo menos, capacitación sobre 
derechos humanos, sobre derechos, deberes y prohibiciones en el ejercicio de sus 
funciones, y sobre los principios y reglas nacionales e internacionales relativos al uso de la 
fuerza, armas de fuego, así como sobre contención física223. 
 
104. Cabe mencionar que en el caso Montero Aranguren y otros Vs. Venezuela, el que 
guarda similitud con el presente asunto dado el contexto en el que sucedieron los hechos, 
el Tribunal destacó la necesidad de que los Estados limiten al máximo el uso de las fuerzas 
armadas para desempeñar tareas ajenas a las propiamente relacionadas con conflictos 
armados, dado que el entrenamiento que reciben las fuerzas militares está dirigido a 
derrotar al enemigo y no a la protección y control de civiles224. 
 
105. De igual forma, los Principios y Buenas Prácticas sobre la Protección de las Personas 
Privadas de Libertad en las Américas expresamente señalan la necesidad de que el personal 
penitenciario esté conformado preferentemente por servidores públicos de carácter civil, 
previendo, como regla general, la prohibición de “que miembros de las [f]uerzas [a]rmadas 
ejerzan funciones de custodia directa en los establecimientos de las personas privadas de 
libertad, con la excepción de las instalaciones policiales o militares”225. 
 
106. Por su parte, en el Informe sobre los Derechos Humanos de las Personas Privadas de 
Libertad en las Américas, la Comisión Interamericana destacó la siguiente: 
 

193. […] los Estados deberán garantizar que los centros penitenciarios sean administrados y 

 
222 Cfr. Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para el Tratamiento de los Reclusos (Reglas Nelson Mandela), 
Reglas No. 74, 75 y 76, y Reglas de las Naciones Unidas para el Tratamiento de las Reclusas y Medidas no 
Privativas de la Libertad para las Mujeres Delincuentes (Reglas de Bangkok), aprobadas por la Asamblea 
General de las Naciones Unidas en su Resolución 65/229, de 21 de diciembre de 2010, Regla No. 29. 
223 Cfr. Principios y Buenas Prácticas sobre la Protección de las Personas Privadas de Libertad en las Américas, 
Principio XX. 
224 Cfr. Caso Montero Aranguren y otros (Retén de Catia) Vs. Venezuela, supra, párr. 78, y Caso Roche Azaña 
y otros Vs. Nicaragua, supra, párr. 65. 
225 Cfr. Principios y Buenas Prácticas sobre la Protección de las Personas Privadas de Libertad en las Américas, 
Principio XX. 



custodiados por personal penitenciario especializado, de carácter civil y con carácter de 
funcionarios públicos. Es decir, estas funciones deben ser encomendadas a un estamento de 
seguridad independiente de las fuerzas militares y policiales, y que reciba capacitación y 
entrenamiento especializado en materia penitenciaria. Además, deberán ser profesionales 
formados en programas, escuelas o academias penitenciarias establecidas específicamente a 
tales efectos, pertenecientes a la estructura institucional de la autoridad encargada de la 
administración del sistema penitenciario. 

 
 
217. […] el empleo de efectivos militares en el mantenimiento de la seguridad de las cárceles 
deberá ser excepcional, proporcional a la situación que lo motiva, limitarse a casos 
excepcionales contemplados explícitamente en la ley y que estén orientados a la consecución 
de fines legítimos en una sociedad democrática. En estos casos la actuación de las fuerzas 
militares deberá estar sometida al escrutinio y control de la autoridad civil, en particular del 
establecimiento de las responsabilidades legales correspondientes226. 

 
107. En consecuencia, la Corte reitera que las funciones de seguridad, custodia y vigilancia 
de las personas privadas de libertad deben encontrarse a cargo, preferentemente, de 
personal de carácter civil específicamente capacitado para el desarrollo de las labores 
penitenciarias, distinto a los cuerpos policiales y militares227. No obstante, cuando 
excepcionalmente se requiera la intervención de estos últimos, su participación debe 
caracterizarse por ser228: 
  
1) Extraordinaria, de manera que toda intervención se encuentre justificada y resulte 
excepcional, temporal y restringida a lo estrictamente necesario en las circunstancias del 
caso; 
 
2) Subordinada y complementaria a las labores de las autoridades penitenciarias;  
 
3) Regulada, mediante mecanismos legales y protocolos sobre el uso de la fuerza, bajo los 
principios de excepcionalidad, proporcionalidad y absoluta necesidad, y de acuerdo con la 
respectiva capacitación en la materia, y  
 
4) Fiscalizada por órganos civiles competentes, independientes y técnicamente capaces. 
 
108. A partir de lo anterior, el Tribunal advierte que la regulación del artículo 8 de la Ley 
de Régimen Penitenciario, al no delimitar las causales que podían determinar la intervención 
de las fuerzas armadas en el régimen y la vigilancia interior de los centros penitenciarios, 
supeditándola únicamente al requerimiento del director del establecimiento o quien hiciera 
sus veces, resultaba contraria a los estándares internacionales sobre la materia, en tanto 

 
226 Cfr. Informe sobre los Derechos Humanos de las Personas Privadas de Libertad en las Américas, aprobado 
por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos el 31 de diciembre de 2011. Disponible en: 
https://www.oas.org/es/cidh/ppl/docs/pdf/ppl2011esp.pdf. 
227 En el ámbito europeo, las Reglas Penitenciarias Europeas refieren que “[l]as prisiones estarán bajo 
responsabilidad de autoridades públicas y estarán separadas de servicios militares, policiales o judiciales”, y 
que “[l]os agentes de otros cuerpos de seguridad solo intervendrán con los detenidos dentro de las prisiones 
en circunstancias excepcionales”.  Cfr. Recomendación Rec(2006)2 del Comité de Ministros a los Estados 
miembros sobre las Reglas Penitenciarias Europeas, adoptada por el Comité de Ministros del Consejo de 
Europa el 11 de enero de 2006, Reglas 67.1 y 71. Disponible en: https://rm.coe.int/16804cc2f1.  
228 Cfr. mutatis mutandis, Caso Alvarado Espinoza y otros Vs. México. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 28 de noviembre de 2018. Serie C No. 370, párr. 182. 



permitía la discrecionalidad en el requerimiento y, consecuentemente, en el actuar de los 
agentes militares, sin prever la subordinación a la autoridad civil y la fiscalización debida 
por partes de esta. A la postre, tales falencias en la regulación tuvieron relación directa con 
la violación a los derechos a la vida y a la integridad personal de las víctimas en el caso 
concreto. 
 
109. Todo lo antes señalado refuerza la responsabilidad internacional del Estado, denotando 
que las muertes ocasionadas durante el operativo del 10 de noviembre de 2003, al ser 
consecuencia del empleo de la fuerza excesiva y desproporcionada, configuran privaciones 
arbitrarias de la vida229, las que el Estado expresamente reconoció como supuestos que 
“perfectamente encuadran en ejecuciones extralegales, arbitrarias o sumarias” (supra párr. 
90). 
 
110. Asimismo, en lo que atañe a las personas lesionadas, el uso de la fuerza empleada en 
su contra, al no haber sido estrictamente necesario por el propio comportamiento de los 
internos, constituye un atentado a su integridad, en violación del artículo 5 de la Convención 
Americana230. 
 
111. A lo anteriormente señalado se suma que la regulación estatal, dado el contenido del 
artículo 8 de la Ley del Régimen Penitenciario, permitía la intervención de los cuerpos 
militares en el régimen interno de un centro penitenciario por el solo requerimiento del 
director del establecimiento, sin prever la excepcionalidad de su actuación y sin garantizar 
la adecuada regulación, así como la subordinación y fiscalización, respecto de las 
autoridades civiles, de tal intervención, lo que resulta contrario al artículo 2 de la 
Convención. 
 
112. En lo que respecta a los alegatos de los representantes referidos a la calificación de 
los actos cometidos contra las personas fallecidas y heridas como tortura, la Corte advierte 
que no cuenta con los elementos necesarios para realizar el análisis pretendido. 
 
113. Como corolario, el Estado de Venezuela es responsable por la violación del derecho a 
la vida, reconocido en el artículo 4.1 de la Convención, en relación con las obligaciones de 
respetar y garantizar dichos derechos y de adoptar disposiciones de derecho interno, 
previstas en los artículos 1.1 y 2 del mismo instrumento, en perjuicio de Orlando Edgardo 
Olivares Muñoz, Joel Ronaldy Reyes Nava, Orangel José Figueroa, Héctor Javier Muñoz 
Valerio, Pedro Ramón López Chaurán, José Gregorio Bolívar Corro y Richard Alexis Núñez 
Palma. 
 
 

II. El derecho de las víctimas al acceso a la justicia y a ser oídas en el 
proceso penal. Caso Roche Azaña y otros Vs. Nicaragua.  

 

 
229 Cfr. Caso Montero Aranguren y otros (Retén de Catia), supra, párr. 68, y Caso Roche Azaña y otros Vs. 
Nicaragua, supra, párr. 71. 
230 Cfr. Caso Loayza Tamayo Vs. Perú. Fondo. Sentencia de 17 de septiembre de 1997. Serie C No. 33, párr. 
57, y Caso Azul Rojas Marín y otra Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 12 de marzo de 2020. Serie C No. 402, párr. 158. 



84.      La Corte ha establecido que, de conformidad con la Convención Americana, los 
Estados Partes están obligados a suministrar recursos judiciales efectivos a las víctimas de 
violaciones a los derechos humanos (artículo 25), recursos que deben ser sustanciados de 
conformidad con las reglas del debido proceso legal (artículo 8.1), todo ello dentro de la 
obligación general, a cargo de los mismos Estados, de garantizar el libre y pleno ejercicio 
de los derechos reconocidos por la Convención a toda persona que se encuentre bajo su 
jurisdicción (artículo 1.1)231. Asimismo, ha señalado que el derecho de acceso a la justicia 
debe asegurar, en tiempo razonable, el derecho de las presuntas víctimas o sus familiares 
a que se haga todo lo necesario para conocer la verdad de lo sucedido e investigar, juzgar 
y, en su caso, sancionar a los eventuales responsables232. 
 
85. Por otro lado, esta Corte ha desarrollado el derecho a ser oído, previsto en el articulo 
8.1 de la Convención, en el sentido general de comprender el derecho de toda persona a 
tener acceso al tribunal u órgano estatal encargado de determinar sus derechos y 
obligaciones233. La Corte ha reconocido que el derecho a ser oído comprende dos ámbitos: 
por un lado, un ámbito formal y procesal de asegurar el acceso al órgano competente para 
que determine el derecho que se reclama en apego a las debidas garantías procesales (tales 
como la presentación de alegatos, hacer planteamientos, aportación de prueba y, en 
síntesis, hacer valer sus derechos). Por otra parte, ese derecho abarca un ámbito de 
protección material que implica que el Estado garantice que la decisión se produzca a través 
de un procedimiento que satisfaga el fin para el cual fue concebido234. 
  
86. La Corte observa que el señor Patricio Fernando Roche Azaña, víctima en el marco 
del procedimiento penal seguido contra los agentes estatales que dispararon contra la 
furgoneta el 14 de abril de 1996, no fue parte de dicho procedimiento, ni se le concedió 
oportunidad alguna de intervención. Tampoco lo fueron sus padres, quienes podrían haber 
actuado en nombre y representación de su hijo Pedro Bacilio Roche Azaña, fallecido también 
como consecuencia de los referidos hechos.  
 
88. No obstante, tal y como ha sido señalado por el propio señor Patricio Fernando 
Roche Azaña en la audiencia pública celebrada ante esta Corte, éste no tuvo conocimiento 
de la existencia de dicho procedimiento235. Según lo indicado por la Comisión -y que no ha 
sido refutado por el Estado- no fue hasta el mes de agosto de 1998 cuando su madre recibió 
informalmente por parte de un funcionario de la cancillería de Ecuador una copia de la 

 
231 Cfr. Caso Velásquez Rodríguez Vs. Honduras. Excepciones Preliminares, supra, párr. 91, y Caso Azul Rojas 
Marín y otra Vs. Perú, supra, párr. 173. 
232 Cfr. Caso Bulacio Vs. Argentina. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 18 de septiembre de 2003. 
Serie C No. 100, párr. 114, y Caso Azul Rojas Marín y otra Vs. Perú, supra, párr. 86. 
233 Cfr. Caso Apitz Barbera y otros (“Corte Primera de lo Contencioso Administrativo”) Vs. Venezuela, supra, 
párr. 72, y Caso Rosadio Villavicencio Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 14 de octubre de 2019. Serie C No. 388, párr. 146. 
234 Cfr. Caso Apitz Barbera y otros (“Corte Primera de lo Contencioso Administrativo”) Vs. Venezuela. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas, supra, párr. 72, y Caso Rosadio Villavicencio Vs. Perú, supra, párr. 
146. 
235 Cfr. Declaración de Patricio Fernando Roche Azaña en la Audiencia Pública celebrada ante esta Corte el 4 de 
febrero de 2020, en la que indicó que no tuvo “ningún conocimiento del juicio”, Informe de Fondo de la 
Comisión, no. 114/18, Caso 12.722, Pedro Basilio Roche Azaña y Otro – Nicaragua, de 5 de octubre de 2012, 
OEA/Ser.L/V/II.169, Doc. 131 (Expediente de Fondo, folios 14 y 21). 



sentencia dictada por el Tribunal de Jurados del Distrito del Crimen de Chinandega236. Si 
bien en la audiencia pública celebrada ante esta Corte el Estado alegó que existieron 
comunicaciones entre el juez del procedimiento penal y la Embajada y el Consulado de 
Ecuador en Nicaragua, la Corte advierte que no se ha desplegado ningún tipo de actividad 
probatoria para acreditar este extremo.  
 
89. Por otro lado, la Corte nota que el Código de Instrucción Criminal vigente en la 
época de los hechos señalaba que las primeras diligencias de instrucción criminal dirigidas 
a recabar todos los elementos de prueba que permitan dar por comprobado o no el cuerpo 
del delito, y declarada por demostrada o no la responsabilidad penal de los procesados, 
debían concluir dentro del término perentorio de 10 días desde que se dictó la resolución 
que daba apertura al proceso penal. De lo contrario, deberían ponerse en libertad a los 
procesados por detención ilegal237. Es por ello que, siguiendo dicho criterio, se ordenó de 
oficio tomar declaración ad-inquerendum a las personas hospitalizadas, haciéndoles saber 
que podían intervenir en el proceso. En este sentido, dos de dichas personas -M.Q.P. y 
N.D.S.- rindieron sus correspondientes declaraciones ad-inquerendum y se unieron al 
proceso. No obstante, cuando las autoridades se apersonaron al hospital a tomar la 
declaración de Patricio Roche Azaña, fueron impedidas porque se encontraba en estado de 
coma. El Estado justificó la ausencia de participación del señor Roche Azaña en el hecho de 
que la legislación obligaba a recabar todos los elementos de prueba en diez días desde que 
se dictó la resolución que daba apertura al proceso penal. Sin embargo, la Corte advierte 
que el hecho de que se debiera recabar prueba en un plazo determinado no obstaba para 
que se notificara al señor Roche Azaña de todas las siguientes etapas del proceso y 
permitirle así poder intervenir en las mismas en el caso de que lo estimara oportuno.  
 
90. El Estado además señaló que todos los actos del procedimiento penal fueron 
notificados al Procurador Penal, quien ejercía la representación de la vindicta pública y 
desarrolló todas las diligencias pertinentes y necesarias para el esclarecimiento de los 
hechos y el castigo de sus responsables. La Corte considera que el ejercicio de la acción 
pública por un Procurador Penal no debería haber sido óbice para que la presunta víctima 
o la parte perjudicada hubiera también participado en el proceso penal, máxime cuando la 
propia legislación nicaragüense así lo habilitaba. A este respecto, la Corte observa que el 
Código de Instrucción Criminal permitía a la parte acusadora o a la parte perjudicada 
intervenir en el juicio plenario238, proponer prueba239 y examinar testigos240, acciones que 
no pudieron ser ejecutadas por el señor Roche Azaña una vez salió del coma241 ni por sus 
padres, y ello debido al absoluto desconocimiento de la existencia del proceso. Ni el señor 

 
236 Cfr. Informe de Fondo de la Comisión, no. 114/18, Caso 12.722, Pedro Basilio Roche Azaña y Otro – 
Nicaragua, de 5 de octubre de 2012, OEA/Ser.L/V/II.169, Doc. 131 (expediente de Fondo, folios 14 y 21). 
237 Cfr. Código de Instrucción Criminal, artículo 177 (expediente de prueba, folio 3655). Dicho artículo estipulaba 
lo siguiente: 

Las primeras diligencias de instrucción […] se terminarán dentro de diez días, a lo más si el reo 
estuviere aprehendido, en cuyo caso, los jueces locales que las hayan instruido darán cuenta con 
ella inmediatamente y en el estado que se hallen al Juez de Distrito de lo Criminal respectivo, 
poniendo a su disposición al detenido y las cosas que se le hubieren aprehendido. 

238 Cfr. Código de Instrucción Criminal, artículos 208 y 220 (expediente de prueba, folios 3664 y 3667).  
239 Idem. 
240 Cfr. Código de Instrucción Criminal, artículo 211 (expediente de prueba, folio 3664).  
241 El señor Patricio Fernando Roche Azaña estuvo dos meses en coma tras los hechos acaecidos el 14 de abril 
de 1996. Cfr. Declaración de Patricio Fernando Roche Azaña en la Audiencia Pública celebrada ante esta Corte 
el 4 de febrero de 2020. 



Roche Azaña ni sus padres pudieron tampoco estar presente en la audiencia de 
desinsaculación del jurado, o en la vista pública, lo que les habría permitido recusar a 
algunos miembros si lo hubiera considerado oportuno242. Al respecto, la Corte recuerda que 
las garantías establecidas en el artículo 8 de la Convención Americana suponen que las 
víctimas deben contar con amplias posibilidades de ser oídas y actuar en los procesos 
respectivos243, de manera que puedan formular sus pretensiones y presentar elementos 
probatorios y que éstos sean analizados de forma completa y seria por las autoridades antes 
de que se resuelva sobre hechos, responsabilidades, penas y reparaciones244. Además, la 
Corte advierte que, según consta en el acervo probatorio del caso, transcurrieron más de 
diecisiete meses desde que se dictó la resolución que recogía el veredicto absolutorio245 
hasta que la madre de los señores Roche Azaña, la señora María Angelita Azaña Tenesaca, 
tomó conocimiento de dicha resolución. En consecuencia, la actitud pasiva del Estado, 
relegando todas las garantías que poseían las víctimas a la actividad del Procurador Penal, 
afectó gravemente el derecho del señor Roche Azaña y de sus padres a participar en el 
proceso penal. 
 
91. Asimismo, debe tener especial consideración el hecho de que el señor Patricio 
Fernando Roche Azaña era una persona migrante, que, por las características del presente 
caso, se encontraba en una clara situación de vulnerabilidad246. La Corte recuerda que el 
debido proceso legal es un derecho que debe ser garantizado a toda persona, 
independientemente de su estatus migratorio247. Asimismo, la Corte considera que los 
Estados tienen el deber de asegurar que todas las personas que hayan sufrido abusos o 
violaciones de los derechos humanos como resultado de las medidas de gobernanza de 
fronteras tengan un acceso equitativo y efectivo a la justicia, acceso a un recurso efectivo, 
a una reparación adecuada, efectiva y rápida del daño sufrido, así como a información 
pertinente sobre las violaciones de sus derechos y los mecanismos de reparación248. En el 
marco de las operaciones realizadas en zonas fronterizas, los Estados tienen el deber de 
investigar y, cuando proceda, enjuiciar los abusos y violaciones de los derechos humanos 

 
242 Durante la etapa plenaria, el juez convocaba a la desinsaculación de la lista de diez ciudadanos que podían 
conformar el Tribunal de Jurados, uno de los cuales podía ser recusado sin causa por cada parte. Cfr. Artículos 
274 y 275 del Código de Instrucción Criminal (expediente de prueba, folio 3682). Véase también, artículo 277 
del Código de Instrucción Criminal (expediente de prueba, folio 3683). 
243 Cfr. Caso del Tribunal Constitucional Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de enero 
de 2001. Serie C No. 71, párr. 81, y Caso Wong Ho Wing Vs. Perú. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 30 de junio de 2015. Serie C No. 297, párr. 228. 
244 Cfr. Caso Baldeón García Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 6 de abril de 2006. 
Serie C No. 147, párr. 146, y Caso Wong Ho Wing Vs. Perú, supra, párr. 228. Ver también, Reglas de Brasilia sobre 
acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad, Reglas número 3, 4 y 13. 
245 Cfr. Resolución del Juez Primero de Distrito del Crimen de Chinandega en virtud de la cual se absuelve a los 
procesados J.M.R.V., R.J.S.O., S.A.V.B. y F.S.O.N., de 27 de febrero de 1997 (expediente de prueba, folios 3479 
a 3483). 
246 A este respecto, la Corte ya señaló en su Opinión Consultiva 18/03 sobre la condición jurídica y derechos de 
los migrantes indocumentados que “[g]eneralmente los migrantes se encuentran en una situación de 
vulnerabilidad como sujetos de derechos humanos, en una condición individual de ausencia o diferencia de 
poder con respecto a los no-migrante”. Cfr. Condición jurídica y derechos de los migrantes indocumentados. 
Opinión Consultiva OC-18/03 de 17 de septiembre de 2003. Serie A No. 18, párr. 112. 
247 Cfr. Condición jurídica y derechos de los migrantes indocumentados. Opinión Consultiva OC-18/03 de 17 de 
septiembre de 2003. Serie A No. 18, párr. 121. 
248 Cfr. ACNUDH, Principios y Directrices recomendados sobre los derechos humanos en las fronteras 
internacionales, Principio no. 13. 



cometidos, imponer penas acordes con la gravedad de los delitos, y tomar medidas para 
garantizar que no se repitan249.  
 
92. La Corte observa que, en el presente caso, la condición de migrante del señor Roche 
Azaña tuvo un impacto fundamental en su ausencia de participación en el proceso. A este 
respecto la Corte nota que, una vez el señor Roche Azaña recuperó la conciencia, 
permaneció en el país al menos cinco meses más hasta que finalmente retornó a Ecuador 
(supra párr. 30). El Tribunal advierte que, al menos durante esos cinco meses en los que 
el señor Roche Azaña permaneció en Nicaragua, éste no fue informado por parte del Estado 
de la existencia de un proceso penal en contra de los autores de los disparos, ni le fue 
prestada ningún tipo de asistencia técnica que pudiera compensar el desconocimiento de 
un sistema legal -extranjero y ajeno para él- que supuestamente le amparaba. Lo anterior, 
con el objetivo de que el señor Patricio Fernando Roche Azaña pudiera hacer valer sus 
derechos y defender sus intereses en forma efectiva y en condiciones de igualdad procesal 
con otros justiciables. 
 
93. El señor Patricio Fernando Roche Azaña se encontraba, por tanto, en una situación 
de desigualdad real debido a su estatus migratorio que obligaba al Estado a adoptar 
determinadas medidas especiales que contribuyeran a reducir o eliminar los obstáculos y 
deficiencias que impidieron la defensa eficaz de sus intereses por el mero hecho de ser 
migrante250. Cuando no existen estas medidas para garantizar un efectivo e igualitario 
acceso a la justicia de las personas que se encuentran en una situación de vulnerabilidad251, 
difícilmente se puede afirmar que quienes se encuentran en esas condiciones de desventaja 
disfrutan de un verdadero acceso a la justicia y se benefician de un debido proceso legal 
en condiciones de igualdad con quienes no afrontan esas desventajas252.  
 
94. Por todo lo anteriormente expuesto, la Corte concluye que el Estado no garantizó el 
derecho de acceso a la justicia y, por tanto, violó las garantías judiciales y protección judicial 
consagrados en los artículos 8.1 y 25 de la Convención Americana, en relación con el artículo 
1.1 del mismo instrumento, en perjuicio de Patricio Fernando Roche Azaña, y de sus padres 
María Angelita Azaña Tenesaca y José Fernando Roche Zhizhingo. 
 

 
249 Idem. 
250 Cfr. El derecho a la información sobre la asistencia consular en el marco de las garantías del debido proceso 
legal, Opinión Consultiva OC-16/99 de 1 de octubre de 1999. Serie A No. 16, párrs. 117 y 119.  
251 Cfr. Caso Vélez Loor Vs. Panamá. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 
de noviembre de 2010. Serie C No. 218, párr. 254. 
252 Cfr. El derecho a la información sobre la asistencia consular en el marco de las garantías del debido proceso 
legal, supra, párr. 117 y 119.  


